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RESUMEN 
 
Esta investigación pretende determinar la naturaleza y el carácter, el “espíritu”, no 
solo los resultados, del proceso iniciado en 2002 con el primer mandato del 
Presidente Álvaro Uribe Vélez, tendiente a impulsar la negociación y la 
desmovilización colectiva de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y su 
reintegración a la vida civil, y a garantizar el ejercicio de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, mediante el procesamiento de los 
responsables de graves violaciones a los derechos humanos que se postularon a 
la Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz. 
 
La sociedad colombiana se encuentra polarizada en cuanto a la valoración de los 
resultados y las perspectivas del proceso, pero ¿sabe a ciencia cierta qué tipo de 
proceso está evaluando, cuál es su carácter y sus horizontes en relación con los 
avances y dificultades, los logros y retos, y en función además de los imaginarios 
de la paz, la transición y el posconflicto? 
 
Este escenario de confusiones, de incertidumbres, de claros y oscuros, de 
visiones del vaso medio lleno o medio vacío, es el que nos insta a preguntarnos y 
a intentar definir, en consecuencia, cuál es la naturaleza y el carácter de este 
proceso complejo iniciado con las AUC: ¿se alinea más con los elementos 
constitutivos de un proceso de paz, es por el contrario solo un esquema ampliado 
de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) u obedece más a los 
lineamientos de un proceso masivo de sometimiento a la justicia? Puede ser que 
la definición del “espíritu” del proceso nos permita analizar y ubicar con mayor 
claridad los resultados de él obtenidos y sus perspectivas, y podamos reflexionar 
también sobre su contribución efectiva al proceso de transición de la guerra a la 
paz en Colombia. 
 
PALABRAS CLAVE: PROCESOS DE PAZ EN COLOMBIA; DESARME, 
DESMOVILIZACIÓN Y REINTEGRACIÓN (DDR); JUSTICIA TRANSICIONAL; 
PARAMILITARISMO; CONFLICTO ARMADO; NARCOTRÁFICO; VIOLENCIA; 
SOMETIMIENTO A LA JUSTICIA; LEY DE JUSTICIA Y PAZ 
 
PRESENTACIÓN 
 
Esta investigación pretende determinar la naturaleza y el carácter, el “espíritu”, no 
solo los resultados, del proceso iniciado en 2002 con el primer mandato del 
Presidente Álvaro Uribe Vélez, tendiente a impulsar la negociación y la 
desmovilización colectiva de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y su 
reintegración a la vida civil, y a garantizar el ejercicio de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, mediante el procesamiento de los 
responsables de graves violaciones a los derechos humanos que se postularon a 
la Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz.1   
Determinar el sentido y el carácter significa establecer con claridad qué es el 
proceso con las AUC, cuál es su fundamento y horizonte, pues las evaluaciones 
hechas hasta el momento por distintas instancias gubernamentales y no 
gubernamentales, nacionales e internacionales, se detienen en las calificaciones y 
valoraciones con base en resultados, sin tener o expresar claridad sobre qué se 
está analizando y evaluando concretamente: si un proceso de paz, un esquema de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) o un proceso de sometimiento a 
la justicia. 
Para muchos sectores, luego de ocho años de iniciado el proceso no hay claridad 
ni certeza de sus alcances efectivos en materia de paz y superación de la 
violencia, ni sobre el futuro de la reintegración definitiva de los desmovilizados, ni 
sobre la suerte de la reparación integral de las víctimas. Para otros hay bastantes 
resultados, no desdeñables, en términos de dinámicas de esclarecimiento de la 
verdad judicial e histórica de la violencia en Colombia, avances significativos en 
materia de indemnización económica a las víctimas y de investigaciones abiertas 
para esclarecer miles de crímenes cometidos por los grupos paramilitares durante 
más de 20 años de crueldad, que hasta hoy eran desconocidos. 
La sociedad colombiana se encuentra polarizada en cuanto a la valoración de los 
resultados y las perspectivas del proceso, pero ¿sabe a ciencia cierta qué tipo de 
proceso está evaluando, cuál es su carácter y sus horizontes en relación con los 
avances y dificultades, los logros y retos, y en función además de los imaginarios 
de la paz, la transición y el posconflicto? (Fundación Social, 2008). 
Este escenario de confusiones, de incertidumbres, de claros y oscuros, de 
visiones del vaso medio lleno o medio vacío, es el que nos insta a preguntarnos y 
a intentar definir, en consecuencia, cuál es la naturaleza y el carácter de este 
                                                            
1 Ley 975 de 2005, la cual tiene por objeto “facilitar los procesos de paz y la reincorporación 
individual y colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, 
garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”. Artículo 1º. 
proceso complejo iniciado con las AUC: ¿se alinea más con los elementos 
constitutivos de un proceso de paz, es por el contrario solo un esquema ampliado 
de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) u obedece más a los 
lineamientos de un proceso masivo de sometimiento a la justicia? Puede ser que 
la definición del “espíritu” del proceso nos permita analizar y ubicar con mayor 
claridad los resultados de él obtenidos y sus perspectivas, y podamos reflexionar 
también sobre su contribución efectiva al proceso de transición de la guerra a la 
paz en Colombia. 
Varios son los factores particulares que motivaron esta investigación. El primero 
de ellos está referido a la existencia de diversas posiciones y valoraciones, la 
mayoría contrapuestas, sobre los resultados del proceso y sus aportes a la 
construcción de la paz y la reconciliación nacional. Es un debate afortunadamente 
inconcluso, pero que necesita organizarse analíticamente. 
No es raro encontrar informes de ONG nacionales e internacionales que 
cuestionan los resultados en materia de desarme, desmovilización y reintegración 
o expresan escepticismo frente al ejercicio de los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación integral en el marco de los procesos judiciales de 
Justicia y Paz.2 También observamos posiciones que afirman que es imposible 
consolidar un proceso de transición en el actual contexto de pervivencia de 
factores de violencia y mediante la implementación de las medidas 
gubernamentales y estatales definidas para tal fin, como la Ley 975 de 2005  o la 
extradición de los principales comandantes de las AUC, pues no apuntan a 
superar los factores estructurales y coyunturales que alimentan actualmente el 
ejercicio de la violencia ni logran avanzar cualitativamente en la garantía de los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación, las garantías de no 
repetición y la reconciliación nacional (Uprimny, Saffón, 2006).  
Sin embargo, y como contrapunto de esas posiciones, existen también análisis 
igualmente rigurosos, fundados en la exaltación y el reconocimiento de los 
avances logrados en estos temas, especialmente en términos de considerar el 
proceso que cursa en Colombia como ejemplar y sin parangón en el mundo, el 
cual ha logrado la desmovilización de más de 50 mil combatientes y ha visibilizado 
los derechos de las víctimas, entre otros aportes en materia de seguridad, de 
fortalecimiento del sistema judicial y organización de las víctimas en función de la 
exigibilidad de sus derechos (Pizarro, 2009). 
En el marco de ese debate, apremia impulsar una iniciativa que tienda a organizar 
esas interpretaciones y valoraciones diversas en relación con un punto referencial 
                                                            
2 Ver por ejemplo los informes recientes de Human Rights Watch, “Herederos de los paramilitares. 
La nueva cara de la violencia en Colombia”, 2010; de la Corporación Nuevo Arco Iris, “El declive de 
la Seguridad Democrática”, 2009; el del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado, 
Movice, “Sin justicia y sin paz. Verdad fragmentada, reparación ausente”, 2009; y dos documentos 
de la Fundación Ideas para la Paz, “Rearme y narcotráfico amenazan la reintegración de 
desmovilizados”, 2009, y “¿Para dónde va el paramilitarismo en Colombia?”, 2010. 
o de partida, que privilegie la definición de la naturaleza del proceso para poder 
articular y derivar luego las valoraciones sobre sus resultados en función de un 
objetivo general de paz, de justicia, de reintegración o reconciliación. Quiere decir 
esto, que es necesario construir un marco interpretativo y analítico que permita 
orientar adecuadamente las visiones y valoraciones diversas -no reducirlas-, en 
función de las genuinas pretensiones y alcances del proceso. Tarea que 
trataremos de sugerir en este trabajo. Esta es la segunda motivación, que está 
arraigada a la realidad de la existencia de distintas valoraciones relacionadas con 
igual número de enfoques sobre la naturaleza y alcance del proceso con las AUC. 
Es pertinente en este punto señalar algunos ejemplos de la estrecha relación que 
existe entre los enfoques sobre la naturaleza y carácter del proceso y la valoración 
de sus resultados. Algunas organizaciones de víctimas han afirmado que el 
proceso de Justicia y Paz es una iniciativa que favorece la impunidad, pues no 
garantiza, entre otras cosas, una condena efectiva contra los responsables de 
graves violaciones a los derechos humanos, que sea proporcional a la gravedad 
de los delitos cometidos (Movice, 2009). Se infiere que la valoración del proceso 
tiene que ver con la idea de que el proceso “debería” tener una naturaleza 
“punitiva”, basada en el castigo proporcional a los perpetradores, por lo cual la 
pena alternativa es calificada negativamente.3 
Dentro de este mismo enfoque se pueden clasificar las valoraciones de la Fiscalía 
General de la Nación, las cuales afirman las bondades y avances del proceso en 
términos de los resultados en materia de versiones libres realizadas, de delitos 
identificados e investigados, de restos exhumados, del número de paramilitares 
desmovilizados postulados a la Ley de Justicia y Paz, y de víctimas registradas 
para hacerse parte en los proceso judiciales. También es evidente la relación de la 
valoración de los resultados con una idea “judicialista” del proceso. 
Por otro lado, la Alta Consejería para la Reintegración, institución que considera 
que el proceso con las AUC es un proceso de paz, reitera la importancia de la 
desmovilización de más de 50 mil excombatientes (32 mil de las AUC y más de 20 
mil de grupos guerrilleros) como contribución efectiva a la paz.4 Desde este mismo 
enfoque hay también contradictores que señalan que la reincidencia, la 
emergencia y la persistencia de grupos armados similares a los grupos 
paramilitares, incluyendo la participación de un número significativo de 
desmovilizados, es indicio suficiente para certificar el fracaso del proceso de paz 
con las AUC (CNAI, 2009). 
                                                            
3 En el segundo capítulo se analizarán en detalle los tipos de transición según las fórmulas 
adoptadas y el proceso implementado, de acuerdo con la propuesta de DeJusticia, en Uprimny y 
Saffón, 2006. 
4 Ver algunos informes y estadísticas de la Alta Consejería para la Reintegración (ACR), 
www.reintegración.gov.co y de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP), 
www.altocomisionadoparalapaz.gov.co  
Finalmente también hay una motivación personal, ligada a la necesidad de 
organizar mis ideas y valoraciones surgidas del seguimiento que he realizado al 
proceso desde 2002, primero desde mi trabajo en organizaciones de derechos 
humanos y luego desde mi desempeño como asesor del Área de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación (CNRR). Es apenas normal que aún cundan en mi mente, como en 
la de millones de colombianos, confusiones sobre cómo interpretar este complejo 
y frágil proceso: como un proceso de paz, como la implementación de un esquema 
de DDR o como un megaproceso de sometimiento a la justicia. Esas confusiones 
de interpretación afectan las valoraciones sobre el proceso y el balance que pueda 
hacer sobre el alcance de sus resultados. Es un dilema nacional. 
Aunado a lo anterior emerge la cuestión sobre las posibilidades que tiene 
Colombia de consolidar un proceso de justicia transicional en medio del conflicto, 
mediante la implementación de mecanismos que fluctúan entre los procesos de 
paz parciales, los esquemas de DDR limitados y permanentes, y los procesos 
judiciales masivos. Cómo articular analíticamente estas realidades a un ejercicio 
de prospección, de construcción de escenarios futuros, en relación con la 
transición en Colombia? 
El análisis acá planteado, en todo caso, ha logrado delimitar una hipótesis de 
trabajo, la cual tenderemos a despejar a continuación: el proceso iniciado con las 
AUC en 2002, además de complejo, tiene elementos de ambigüedad y 
contradicción. Es al mismo tiempo parcial, por no resolver el fenómeno del 
paramilitarismo ni el de las guerrillas; es efectivamente un proceso sin parangón 
en el mundo por su expresa complejidad y por los resultados alcanzados, pero sin 
referentes específicos en función de un proceso sólido de transición. Aunque tiene 
elementos de un proceso de paz, debido a la fase de negociación con el Estado 
Mayor de las AUC y a los resultados en materia de seguridad, y ha implementado 
un esquema de DDR típico para licenciar a sus miembros, su columna vertebral es 
el proceso judicial de Justicia y Paz, por lo cual se puede afirmar que es, sobre 
todo, un proceso de sometimiento a la justicia. La Ley de Justicia y Paz, su éxito o 
fracaso, es el comienzo y fin del proceso, su referente fundamental en términos de 
una transición que garantice el equilibrio en materia de justicia y paz. 
Sus ambivalencias, contradicciones y ambigüedades han ahondado la complejidad 
del proceso y lo han desprovisto de metas claras, coherentes y compartidas por el 
Gobierno nacional, distintas instituciones del Estado, la comunidad internacional y 
la sociedad en general. Cada quien ve lo que quiere ver, interpreta y juzga de una 
u otra forma el proceso en función de una idea subjetiva del mismo, pero sin que 
exista un referente básico de análisis, un punto de partida, una definición de 
naturaleza, a la cual ligar tantas y tan distintas aproximaciones y valoraciones. 
La investigación está dividida en cuatro partes. La primera de ellas analiza el 
proceso de diálogo entre el Gobierno y las AUC y sus alcances en función de la 
superación del paramilitarismo en Colombia. Se intentará demostrar que el 
proceso, el cual se inició como un esquema típico de negociación en el marco de 
un proceso de paz, terminó atrapado en un “determinismo judicial”, debido a dos 
factores centrales: por un lado a que el Gobierno negoció con las AUC 
considerándolas un actor político-militar, pero sin pretender el desmonte de un 
fenómeno complejo, sobre todo criminal, aunque con intereses políticos y 
económicos locales y nacionales, como lo ha sido el paramilitarismo en Colombia 
(Rangel, 2005; Pizarro, 2004)5. El Gobierno al percibir falencias quiso enderezarlo 
por la vía punitiva, principalmente mediante la extradición de los principales 
excomandantes de las AUC. Y por otro, a que las presiones de la comunidad 
internacional, de varios sectores de la sociedad colombiana y de algunas 
instituciones estatales se enfocaron en la idea de que lo más apropiado para el 
proceso era radicalizar los mecanismos de tratamiento judicial para impulsarlo y 
llevarlo a buen puerto, es decir, implementar la Ley de Justicia y Paz. 
La segunda parte hace referencia a la pregunta sobre cuáles son las posibilidades 
que existen en Colombia para aplicar diversos mecanismos de transición, 
obviamente relacionados con el carácter y la naturaleza del proceso en su fase 
actual. Nos centraremos en el análisis de los diversos enfoques y tipos de justicia 
transicional y su aplicación al caso colombiano, para luego señalar por qué 
consideramos, a la luz de la teoría existente y de la evidencia recopilada, que el 
proceso colombiano es ante todo un proceso de sometimiento a la justicia. Sin 
embargo, sostenemos que puede enderezarse políticamente si se analizan sus 
componentes y sus resultados, y se flexibilizan las medidas en términos realistas. 
En la tercera parte trataremos de proponer algunos elementos constitutivos de un 
“modelo” de transición para Colombia, señalando y reconociendo los resultados 
hasta hoy logrados, así como los retos y riesgos existentes. Es decir, nos 
atreveremos a proponer algunas reflexiones sobre lo que podría ser una política 
de paz en Colombia con perspectiva de éxito y a hacer un balance sobre en qué 
tramo del camino estamos. Finalmente, en cuarto término, formulamos unas 
conclusiones generales sobre el análisis planteado. 
                                                            
5 Análisis amplios y complejos sobre el origen, la evolución, la periodización y los efectos del 
paramilitarismo en Colombia pueden consultarse, con un perfil conceptual, en: Pizarro, Eduardo, 
Una democracia asediada. Balance y perspectivas del conflicto armado en Colombia, Bogotá, 
Norma, 2004; Reyes Posada, Alejandro, “Paramilitares en Colombia: contexto, aliados y 
consecuencias, en Sánchez, Gonzalo y Peñaranda, Ricardo (compiladores), Pasado y Presente de 
la Violencia en Colombia, La Carreta Histórica, Medellín, 2007; Rangel, Alfredo (Editor), El poder 
paramilitar, Fundación Seguridad y Democracia, Planeta, Bogotá, 2005; González, Fernán, Bolívar, 
Ingrid y Vásquez, Teófilo, Violencia Política en Colombia. De la nación fragmentada a la 
construcción del Estado, Cinep, Bogotá, 2003; Gutiérrez, Francisco y Barón, Mauricio, “Estado, 
control territorial paramilitar y orden político en Colombia”, en Nuestra Guerra Sin Nombre. 
Transformaciones del conflicto en Colombia, IEPRI, Norma, Bogotá, 2006; Romero, Mauricio, 
Paramilitares y Autodefensas, 1982-2003, IEPRI, Bogotá, 2003; Duncan, Gustavo, Los señores de 
la guerra. De paramilitares, mafiosos y autodefensas en Colombia, Fundación Seguridad y 
Democracia, Planeta, Bogotá, 2006. 
Esta investigación se realizó a partir de la revisión exhaustiva de numerosa 
literatura existente sobre procesos de paz, procesos de transición y esquemas de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) en Colombia. También se revisó 
en detalle la bibliografía publicada sobre el fenómeno paramilitar, incluyendo tanto 
los textos periodísticos, de gran influencia sobre las interpretaciones del 
fenómeno, como los textos académicos, de menor producción aunque con mayor 
profundidad de análisis. De igual forma se analizaron los diversos informes 
publicados sobre el balance del proceso de Justicia y Paz en Colombia, que han 
tenido origen en el Gobierno nacional y diversas instituciones estatales, en ONG 
nacionales e internacionales y en centros académicos. Tuvo gran influencia en la 
investigación el seguimiento a prensa nacional y regional realizado desde 2002. 
Sin embargo dos procesos definieron el curso del análisis. Por un lado la 
experiencia personal en el tema, primero como analista del conflicto y defensor de 
derechos humanos y luego como asesor del Área de Desarme, Desmovilización y 
Reintegración de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 
desde donde tuve la oportunidad de realizar innumerables entrevistas formales e 
informales y hacerle seguimiento al proceso en terreno. Por otro, una serie de 
entrevistas realizadas a los principales excomandantes de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC), recluidos para ese entonces, en 2007, en el 
Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana y Máxima Seguridad de 
Itagüí (Antioquia), las cuales ampliaron mi visión y perspectiva de análisis del 
proceso. 
 
 
CAPÍTULO I 
 
1. EL PROCESO CON LAS AUC Y EL PARAMILITARISMO EN COLOMBIA: 
DE LA NEGOCIACIÓN POLÍTICA AL SOMETIMIENTO JUDICIAL 
 
 
En este acápite se intentará analizar el proceso de negociación entre el Gobierno 
nacional y el Estado Mayor Negociador de las AUC y las condiciones para su 
posterior desarme y desmovilización. También se hará referencia a los principales 
hitos y tensiones de ese diálogo, hasta su desenlace en la desmovilización de sus 
estructuras militares, la extradición a Estados Unidos de sus principales 
comandantes y la implementación de la Ley 975 de 2005. Veremos cómo el 
Gobierno negoció con las AUC como un actor político-militar, pero sin considerar 
la profundidad y la magnitud del fenómeno paramilitar que lo sustentaba, lo cual 
desbordaría esa concepción inicial, y tendría serías implicaciones en el curso del 
proceso de paz inclinándolo hacia una dinámica de sometimiento a la justicia. 
En esa perspectiva recogeremos algunos elementos de los principales debates y 
definiciones construidas en torno al paramilitarismo en Colombia, articulándolas a 
la dinámica del proceso con las AUC y también a la reflexión sobre los fenómenos 
de disidencia, rearme y emergencia de estructuras armadas que replican 
actualmente las mismas prácticas del paramilitarismo de las AUC, las cuales 
tienen también, según este análisis, origen en fallas estructurales del proceso.6 Es 
necesario entonces reconstruir la definición típica del paramilitarismo para efectos 
de entender la lógica y el devenir del proceso de diálogo, desarme y 
desmovilización de las AUC,  la emergencia de grupos similares y la radicalización 
de los procedimientos judiciales. 
En todo caso, también se mostrará que el proceso tiene importantes y positivos 
resultados en materia de seguridad y de reintegración de desmovilizados, y que el 
Gobierno nacional ha respondido con firmeza y decisión a los riesgos y retos que 
han emergido por los giros inusitados pero previsibles del mismo, como las 
bandas criminales emergentes (BACRIM).  
 
1.1. Diálogo, negociación y condiciones de desarme 
 
En agosto de 2002, el Presidente electo Álvaro Uribe Vélez hizo pública su 
voluntad de iniciar un proceso de diálogo con las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), organización armada que se constituyó formalmente como 
confederación de autodefensas en 1997, pero cuyas facciones venían operando 
                                                            
6 Para un análisis detallado del fenómeno de bandas criminales emergentes ver el primer informe 
del Área de DDR de la CNRR “Disidentes, rearmados y emergentes: ¿bandas criminales o tercera 
generación paramilitar?, Bogotá, 2007. 
desde la década de los 80 en varias regiones del país (González, Bolívar y 
Vásquez, 2003).7 Desde su campaña presidencial, sobretodo en 2001, Uribe 
criticó con firmeza el proceso en curso entre el Gobierno del Presidente Andrés 
Pastrana y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), no solo 
por sus invisibles resultados sino por la laxitud que observaba en el Gobierno para 
exigir de las FARC un compromiso real de paz, que se expresara en acuerdos 
efectivos y desmovilización definitiva. 
El fracaso del proceso del Caguán (Caquetá) en febrero de 20028, hizo que la 
propuesta del candidato Álvaro Uribe calara hondamente en el electorado, la cual 
se basaba en la consigna “mano firme” contra los grupos armados ilegales que no 
demostraran voluntad de paz y “corazón grande” para aquellas personas y 
agrupaciones armadas que se acogieran a dinámicas de desmovilización 
individual y colectiva y a procesos de reintegración a la vida civil ofrecidos por el 
Gobierno nacional. Esta propuesta se concretó en la Política de Defensa y 
Seguridad Democrática (PDSD), que tuvo como principal objetivo la recuperación 
del monopolio de la violencia en manos del Estado y de los territorios que otrora 
fueron controlados por grupos armados irregulares, especialmente por grupos 
paramilitares, y la promoción de la desmovilización individual (deserción) por la vía 
de las recompensas por información sobre el grupo armado ilegal y el ofrecimiento 
de programas de reintegración para el desmovilizado y sus familias.9 
Además de la influencia que tuvo el fracaso del diálogo con las FARC en el 
Caguán, lo que cambió radicalmente la forma de plantear e implementar procesos 
de paz y de desarme, desmovilización y reintegración (DDR) en Colombia y la 
percepción ciudadana sobre ellos, pesó para el inicio del proceso con las AUC la 
“ambientación” pública hecha desde el año 2000, luego de una importante 
entrevista televisada a Carlos Castaño, realizada por el periodista Darío Arizmendi 
el 1º de marzo de 2000, en la que el máximo líder de las AUC explicó la razón de 
                                                            
7 Existen interesantes documentos sobre el origen, evolución y expansión del paramilitarismo en 
Colombia. Ver por ejemplo para el caso del Magdalena Medio los textos de Carlos Medina Gallego 
“Autodefensas, paramilitares y narcotráfico en Colombia”, Editorial Documentos Periodísticos, 
Bogotá, 1990, y “La violencia parainstitucional, paramilitar y parapolicial en Colombia”, Rodríguez 
Quito Editores, Bogotá, 1994. 
8 El Presidente Andrés Pastrana dio por terminado el proceso de diálogo con las FARC el 20 de 
febrero de 2002, luego del secuestro del senador Jorge Gechem, quien viajaba en un avión de 
cabotaje que fue retenido por esa organización armada ilegal. Aunque hay que decir que durante 
los tres años del proceso, las críticas contra las FARC fueron numerosas, pues fue evidente que 
esa organización continuaba, desde la “zona de despeje” conformada por los municipios de 
Mesetas, San Vicente del Caguán, Vista Hermosa, La Uribe y La Macarena, realizando secuestros 
y operaciones militares contra miembros de la fuerza pública y la población civil, y organizando y 
ampliando su capacidad de control e influencia sobre el negocio del narcotráfico. Ver González 
Posso, Camilo, “El Caguán Irrepetible”, INDEPAZ, Bogotá, 2009. 
9 Presidencia de la República de Colombia, Política de Defensa y Seguridad Democrática, 2002. 
Ver también el contenido del Programa de Atención Humanitaria el Desmovilizado (PAHD), que se 
enfoca en brindar incentivos económicos para la desmovilización individual y grupal principalmente 
de grupos guerrilleros, www.mindefensa.gov.co  
ser de las autodefensas y difundió su voluntad de negociar, siempre y cuando se 
lograran resultados frente a los grupos guerrilleros. La alocución de Carlos 
Castaño dejó un contundente mensaje grabado en la opinión pública, el cual 
justificaba el paramilitarismo como un “mal necesario” frente a los vejámenes de 
las FARC, los cuales no fueron prevenidos por el poder estatal, débil en las 
regiones según Castaño, y forzaron a la población a armarse en función de su 
“autodefensa”.10 En todo caso, expresó su voluntad de diálogo con el Gobierno 
nacional. 
El paramilitarismo entonces, apareció como un fenómeno social de resistencia 
armada a las acciones militares de los grupos guerrilleros, principalmente de las 
FARC contra las poblaciones inermes. Las AUC representaban, según Castaño, 
esa dinámica política y militar contrainsurgente, cocinada durante dos décadas en 
diversas regiones del país. De cara a la negociación, las AUC manifestaban “la 
imperiosa necesidad de que el Gobierno nacional provea, a las poblaciones que 
han sido liberadas por las Autodefensas de la agresión e intimidación subversiva, 
de todas las seguridades en cuanto a la defensa de las comunidades, sus vidas, 
sus libertades y sus propiedades. Nadie comprendería ni perdonaría que en aras 
de abrir caminos a la construcción de la Paz, se abrieran grandes espacios por los 
cuales pudieran filtrarse los enemigos de la convivencia pacífica, guerrilleros y 
terroristas, que insisten en declararse hostiles a todo entendimiento democrático y 
civilizado.”11 
Las relaciones del paramilitarismo con el narcotráfico, el apoyo de sectores 
terratenientes, ganaderos y políticos locales, y los estrechos vínculos con las 
fuerzas militares en varias regiones del país, quedaban entonces subordinados a 
la estrategia contrainsurgente, de la cual las AUC eran la expresión político-militar 
(Reyes, 2007). En el mejor de los casos eran vistos por la opinión pública como 
“ejércitos privados de protección”, una especie de “guardia pretoriana” que 
operaba como retaguardia armada de inermes comunidades contra las FARC, 
pero que en tal dinámica contrainsurgente determinaba un orden social igualmente 
violento (Cruz, 2007 y Gutiérrez y Barón, 2006).12 
Recién elegido como Presidente de la República con 5.862.655 votos (53% del 
total de votos)13, Álvaro Uribe afirmó su voluntad de iniciar procesos de diálogo y 
                                                            
10 Ver el artículo “Carlos Castaño se declara “pacifista””, publicado por el periódico El Colombiano 
el 8 de marzo de 2002. 
11 Autodefensas Unidas de Colombia, AUC, Declaración por la Paz de Colombia, noviembre 29 de 
2002. 
12 Gutiérrez y Barón, 2006, sostienen que el paramilitarismo, como “guardia pretoriana”, operaba 
como proveedor de protección frente a la amenaza subversiva, que en su fase temprana “aparece 
como una fuerza punitiva, fundamentalmente de los ganaderos y los narcotraficantes, pero pronto 
sus gestores descubrieron que necesitaban gobernar, lo que implicó el establecimiento de nuevos 
mecanismos para controlar la población”, p. 270. 
13 Álvaro Uribe obtuvo 5.862.655 votos (53% de los votos válidos en esas elecciones 
presidenciales). Horacio Serpa, su principal contendor, obtuvo 3.514.779 votos (31,8%). En esas 
negociación con grupos ilegales, fueran guerrilleros o paramilitares, siempre y 
cuando “se comprometieran a cesar en sus acciones violentas” (OACP, 2009). 
Fueron fundamentales también los acercamientos informales impulsados por la 
iglesia católica en Córdoba, especialmente por monseñor Julio Cesar Vidal, obispo 
de la Diócesis de Montería, personaje de la vida pública “cercano” a Carlos 
Castaño y al presidente Álvaro Uribe (Aranguren, 2005). 
El proceso se inició formalmente con la declaratoria de cese unilateral de 
hostilidades por parte de las AUC, el Bloque Central Bolívar y la Alianza Oriente, la 
cual fue acompañada por una carta dirigida al Presidente Uribe, en la que 
manifestaban su voluntad de paz y solicitaban condiciones de seguridad para las 
comunidades y para los miembros representantes que participarían directamente 
en el diálogo, como la suspensión de las acciones legales existentes en su contra 
para facilitar la gestión y movilidad de los miembros representantes, incluidas las 
solicitudes de extradición.14 
Las AUC, pese a haber reconocido como comandante único de esa organización a 
Carlos Castaño, conformaron para efectos de la negociación cuatro mesas de 
diálogo paralelas, autónomas pero coordinadas, las cuales expresaban de cierta 
manera las diferencias internas y las autonomías existentes en la confederación 
paramilitar: las AUC, el Bloque Central Bolívar, la Alianza Oriente (compuesta por 
las Autodefensas Campesinas del Casanare y las Autodefensas Campesinas de 
Meta y Vichada), y las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio 
(ACMM).15 
De cierta forma, los grupos paramilitares conformaron en 1997 las AUC con la 
pretensión de buscar su unificación política, aunque manteniendo su autonomía 
operativa y financiera, en aras de una negociación en la que aparecieran como 
una confederación paramilitar articulada a un propósito nacional contrainsurgente 
y con una agenda de paz concertada. Sin embargo, como veremos más adelante, 
ya dentro del proceso de diálogo pesaron más los intereses de las distintas 
facciones y las tensiones fueron evidentes, hasta el punto de generar fricciones y 
pugnas internas que llevaron a la desaparición de Carlos Castaño en 2004, 
presuntamente asesinado por orden de otros jefes paramilitares con la 
colaboración de su hermano Vicente (Serrano, 2007). 
En todo caso, en respuesta a la voluntad de paz de las AUC, el Gobierno nacional 
designó una Comisión Exploratoria de Paz, con la tarea de “realizar contactos con 
los grupos de autodefensas que habían declarado públicamente un cese de 
                                                                                                                                                                                     
elecciones votaron 11.249.734 personas, que correspondió al 46.4% del censo electoral. 
Información de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
14 Declaración por la paz de Colombia, carta enviada por las AUC al Presidente de la República 
Álvaro Uribe Vélez, al Cardenal Pedro Rubiano Sáenz, Presidente de la Conferencia Episcopal 
Colombiana y al Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, el 29 de noviembre de 2002. 
15 Oficina del Alto Comisionado para la Paz, Informe Ejecutivo del Proceso de Paz con las 
Autodefensas, Presidencia de la República, 2006. 
hostilidades, y expresado la voluntad de iniciar acercamientos para adelantar un 
proceso de paz”.16 Sin embargo, como se verá más adelante, las 
recomendaciones de dicha Comisión no fueron tenidas en cuenta en su totalidad, 
por lo menos públicamente, como referentes políticos para orientar el proceso, 
aunque algunas de ellas fueron cumplidas parcialmente en el transcurso del 
mismo. La iniciativa del diálogo se centralizó en el Gobierno y el Estado Mayor 
Negociador, limitando la participación de otros sectores políticos y sociales 
interesados. Fundamentalmente, el proceso fue dinamizado por Luis Carlos 
Restrepo, Alto Comisionado para la Paz, y Sabas Pretelt de la Vega, Ministro del 
Interior y de Justicia. 
El Gobierno, en la lógica de los principios de la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática, difundió la idea que la desmovilización de las AUC significaba el 
desmonte de la estrategia ilegal contrainsurgente y el fin del paramilitarismo en 
Colombia. El paso a seguir era la consolidación del monopolio de la violencia en 
manos del Estado y la recuperación de los territorios “liberados” por las AUC, para 
trazar luego una estrategia militar frontal contra los grupos guerrilleros, para 
derrotarlos militarmente o para forzarlos a entrar en un diálogo tendiente a su 
desmovilización dentro de las condiciones gubernamentales. Por su parte, los 
comandantes paramilitares estaban seguros que el proceso los conduciría, por lo 
menos, a tres escenarios en consecuencia con sus intereses: a) al ser 
considerados como delincuentes políticos, las relaciones con el narcotráfico y las 
responsabilidades por la comisión de delitos de lesa humanidad y crímenes de 
guerra quedarían saldadas por la vía de un proceso de paz; b) en consecuencia 
serían suspendidas las solicitudes de extradición; y c) quienes tuvieran 
pretensiones políticas podrían ahora buscarlas desde la legalidad, incluso 
participando normalmente en procesos electorales o liderando iniciativas 
relacionadas con la reintegración de excombatientes, principalmente aquellas 
relativas a proyectos productivos en distintas regiones del país.17 
La etapa de diálogo y negociación, que se concretó con el Acuerdo de Santafé de 
Ralito, pretendió, específicamente: a) definir un marco jurídico para la 
desmovilización de las estructuras armadas de las AUC; b) establecer los 
mecanismos logísticos y de seguridad para la concentración y desmovilización de 
la tropa en varias regiones del país; y c) concretar los mecanismos y programas 
para la reintegración de los desmovilizados. No hubo, por lo menos formalmente, 
una agenda de paz amplia, que implicara transformaciones sustanciales en la 
                                                            
16 La Comisión Exploratoria de Paz estuvo constituida por Eduardo León Espinoza Faccio-Lince, 
Ricardo Avellaneda Cortés,  Carlos Franco Echavarría, Jorge Ignacio Castaño Giraldo, Gilberto 
Alzate Ronga y Juan Pérez Rubiano. 
17 Ver entre otros: Corporación Observatorio para la Paz, “Las verdaderas intenciones de los 
paramilitares”, Intermedio, Bogotá, 2002”, y Pardo, Rafael, “Fin del paramilitarismo: ¿es posible su 
desmonte?”, Ediciones B, Bogotá, 2007. Importante también la entrevista a Carlos Mario Jiménez, 
alias “Macaco”, quien tenía una inclinación empresarial y expectativas por los proyectos 
productivos de los desmovilizados del Bloque Central Bolívar. Por su parte, Iván Roberto Duque 
expresó su voluntad de lanzarse a la política legal. 
forma de hacer política o en la economía de las regiones de impacto del 
paramilitarismo.18 Los acuerdos se enfocaron en concretar las condiciones para la 
desmovilización y la reintegración de sus estructuras armadas y al reconocimiento 
político de sus principales comandantes. 
Podría argumentarse que la ausencia de una agenda de paz amplia o de un 
diálogo agitado sobre transformaciones profundas de la vida política, económica y 
social del país, como ha ocurrido en diálogos y negociaciones con grupos 
insurgentes (Pardo, 2004 y Fucude, 2009), se debió a la inexistencia de 
diferencias fundamentales entre la propuesta política del Gobierno de Uribe y la de 
las AUC. Al preguntársele a Iván Roberto Duque, “Ernesto Báez”, por qué 
terminaron los principales jefes paramilitares recluidos en una cárcel de máxima 
seguridad, si al negociar con el Gobierno se encontraban en la cúspide del poder 
político, económico y militar, respondió: “por uribistas”. En términos prácticos, esto 
pudo repercutir en un exceso de confianza de las AUC que vieron en el Gobierno 
de Uribe la salida a todas sus demandas e intereses, los cuales en ese entonces 
se circunscribían a condiciones apropiadas -para ellos-, para su desmovilización y 
reintegración, evadiendo de paso las solicitudes de extradición. 
Con esos principios claros, se iniciaron entonces tres procesos simultáneos, los 
cuales estuvieron atravesados por varias crisis que amenazaron la continuidad del 
proceso, y que vale la pena mencionar: en primer lugar, el secuestro durante tres 
días del ex senador José Gnecco por orden de Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 
40”, en junio de 2004; segundo, la orden de captura abierta contra Diego Fernando 
Murillo, alias “Don Berna”, por su presunta responsabilidad en los homicidios de un 
diputado del departamento de Córdoba, su hermana y el conductor del vehículo en 
el que se movilizaban, ordenados desde la Zona de Ubicación Temporal en 
Santafé de Ralito en 2005, situación que se agravó debido a la presión del 
Embajador de Estados Unidos en Colombia para buscar su extradición; tercero, la 
aparición en el Estado Mayor Negociador de las AUC de narcotraficantes “puros” 
como Francisco Zuluaga Lindo, alias “Gordo Lindo” y de los “Mellizos” Mejía 
Múnera, suceso que prendió las alarmas sobre el uso del proceso de diálogo para 
“lavar” prontuarios de narcotraficantes. También afectó la “conducción”, en agosto 
de 2006, de los principales comandantes de las AUC a la sede vacacional de 
Prosocial, en la Ceja (Antioquia) y su posterior reclusión en la Cárcel de Máxima 
Seguridad de Itagüí. Estos hechos no solamente dilataron el cronograma de las 
desmovilizaciones, sino que pusieron en riesgo la continuidad del proceso. 
                                                            
18 Por el contrario se conocieron pactos secretos entre los grupos paramilitares y políticos 
regionales, en los que se pretendía “refundar la patria”. El más sonado es el Pacto de Ralito, 
firmado el 23 de julio de 2001, por más de cincuenta políticos entre senadores, representantes, 
concejales y alcaldes, y que ha servido para ambientar el proceso de la “parapolítica”. En 2000 se 
firmó el Pacto de Chivolo, en el marco de la dinámica del Bloque Norte de las AUC, comandado por 
alias “Jorge 40”, en el que participaron más de 400 políticos para, entre otras cosas, definir 
candidato a la Gobernación del Magdalena. Ver Caracol Noticias, “Denuncian pacto de políticos 
con paramilitares anterior al pacto de Ralito”, 15 de julio de 2008. 
Se anunció arriba el inicio de tres procesos simultáneos. En primer lugar, la 
desmovilización de las estructuras militares de las AUC (bloques y frentes). Entre 
diciembre de 2003 y agosto de 2006, se desmovilizaron 39 bloques y frentes de 
las AUC que operaban en casi la totalidad del territorio nacional. Se 
desmovilizaron 31.671 combatientes y se entregaron 18.051 armas, entre largas 
cortas y de apoyo. También se confiscaron 13.117 granadas y 2.716.401 unidades 
de munición (ver tabla 1). De los 31.671 desmovilizados de las AUC, 2.900 fueron 
postulados a la Ley 975 de 2005, previa ratificación de su voluntad de vincularse al 
proceso judicial. Los demás, 28.700, fueron procesados por la Ley 782 de 2002. 
En segundo lugar, se propuso, discutió y aprobó el marco jurídico para la 
desmovilización y reintegración de los miembros de las AUC, que culminó con la 
sanción presidencial de la Ley 975 de 2005. Luego de un profundo y acalorado 
debate, en el que organizaciones sociales y no gubernamentales colombianas e 
internacionales, y organismos internacionales de protección de los derechos 
humanos, criticaron fuertemente la propuesta gubernamental de “alternatividad 
penal” y abogaron por medidas legislativas más acordes con la nueva era de la 
justicia penal internacional, cristalizada en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (CPI), la cual tiende, por fortuna, a garantizar los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición, y 
aludieron a la imposibilidad de otorgar amnistías e indultos generalizados a 
responsables de graves violaciones de los derechos humanos, so pena de activar 
la competencia de la justicia penal internacional como la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y la Corte Penal Internacional.19  
De igual forma, la Comisión y la Corte Interamericanas se pronunciaron 
críticamente en relación con las propuestas de marco jurídico que se cocinaban en 
el Congreso de la República. Especialmente vale la pena referir el informe de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el cual señaló algunas 
inconsistencias en la desmovilización del Bloque Cacique Nutibara de las AUC y 
los riesgos que un proceso de desmovilización mal implementado conllevaría para 
la paz y para el ejercicio de los derechos de las víctimas. La CIDH consideraba 
que la desmovilización del BCN no era genuina, pues no eran los que estaban y 
no estaban los que eran.20  
                                                            
19 Ver distintos informes publicados en la Web de la OACNUDH, especialmente los informes 
anuales, las ponencias del director y algunos comunicados de prensa. Se destacan: 
“Consideraciones sobre la investigación y el juzgamiento de conductas punibles constitutivas de 
graves violaciones de los derechos humanos o de crímenes de guerra” 14 de septiembre de 2005; 
“Intervención en el Foro “Paramilitarismo, desmovilización y política”, 21 de septiembre de 2005; 
Los derechos de las víctimas y los procesos de negociaciones para superar el conflicto armado, 23 
de junio de 2005; Pronunciamiento sobre Verdad, Justicia y Reparación en la Audiencia Pública 
convocada por la Comisión Primera del Senado, 1 de marzo de 2005, www.hchr.org.co  
20 Comisión de Derechos Humanos, Organización de Estados Americanos, “Seguimiento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos al proceso de desmovilización de las AUC en 
Colombia. Compendio de documentos publicados 2004-2007” 
Tabla 1 
Estructuras de las AUC desmovilizadas, 2003-2006 
 
Año Estructura Fecha Número 
desmovilizados 
Total 
2003 B. Cacique Nutibara Nov 25 868 1.035 
Autodefensas Campesinas de Ortega Dic 7 167 
 
 
2004 
B. Bananero Nov 25 451  
 
2.645 
Autodefensas del Sur del Magdalena e 
Isla de San Fernando 
Dic 4 48 
B. Cundinamarca Dic 9 148 
B. Catatumbo Dic 10 1.434 
B. Calima Dic 18 564 
 
 
 
 
 
 
 
2005 
B. Córdoba Ene 18 925  
 
 
 
 
 
 
10.417 
B. Sur Oeste Antioqueño Ene 30 126 
B. Mojana Feb 2 109 
B. Héroes de Tolová Jun 15 464 
B. Montes de María Jul 14 594 
B. Libertadores del Sur Jul 30 689 
B. Héroes de Granada Ago 1 2.033 
Aut. Campesinas de Meta y Vichada Ago 6 209 
B. Pacífico Ago 23 358 
B. Centauros Sep 3 1.134 
B. Noroccidente Antioqueño Sep 11 222 
Frente Vichada del BCB Sep 24 325 
B. Tolima Oct 22 207 
Frentes Nordeste Antioqueño, Bajo 
Cauca y Magdalena Medio 
Dic 12 1.922 
Frente Mártires de Guática Dic 15 552 
B. Vencedores de Arauca Dic 23 548 
 
 
 
 
2006 
B. Mineros Ene 20 2.789  
 
 
 
17.573 
Aut. Campesinas de Puerto Boyacá Ene 28 742 
BCB-Santa Rosa del Sur Ene 31 2.519 
Frente Resistencia Tairona Feb 3 1.166 
Aut. Campesinas del Magdalena Medio Feb 7 990 
Frente Próceres del Caguán, Héroes de 
los Andaquíes y Héroes de Florencia 
Feb 15 552 
Frente Sur del Putumayo Mar 1 504 
Frente julio Peinado Becerra Mar 4 251 
Bloque Norte (El Copey-Chimila) Mar 8 2.215 
Bloque Norte (La Mesa-Valledupar) Mar 10 2.544 
Frente Héroes del Llano y Héroes del 
Guaviare
Abr 11 1.765 
Frente Costanero Abr 12 309 
Frentes Pavarandó y Dabeiba Abr 30 484 
Frente Norte Medio Salaquí Ago 16 743 
             Total desmovilizados Colectivos 31.671 
Fuente: Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
 
También algunas ONG de derechos humanos colombianas, como la Comisión 
Colombiana de Juristas y el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, e 
internacionales como Amnistía Internacional21 y Human Rights Watch, indicaron 
que el proceso de negociación entre los grupos paramilitares y el Gobierno sería 
más una iniciativa de impunidad que una estrategia de paz con garantías para el 
ejercicio de los derechos de las víctimas.22 
En general, las posiciones de esas organizaciones mostraban varias inquietudes y 
preocupaciones en torno a la forma como cursaba el proceso con las 
Autodefensas Unidas de Colombia. A saber: a) que el proceso de desmovilización 
de las AUC no era un proceso genuino y transparente, tendiente a desmovilizar las 
estructuras militares, políticas y económicas del paramilitarismo en Colombia; b) 
en consecuencia que el marco jurídico propuesto tendía a favorecer la impunidad 
de los crímenes de los máximos líderes de las AUC, incluso evitando la extradición 
y la activación a futuro de la Corte Penal Internacional; c) y que las víctimas, en 
ese contexto, no tenían ninguna garantía para conocer la verdad de los crímenes 
cometidos por los grupos paramilitares, lo que suponía nada de verdad, ni de 
justicia ni reparación integral. 
Estas valoraciones críticas y también las apologéticas del Gobierno empezarían a 
matizarse cuando la Ley 975 de 2005 comenzó a implementarse y cuando el 
proceso de paz tomó rumbos inesperados, incluso para los protagonistas del 
mismo, debido, entre otras cosas, a la modulación de la Corte Constitucional a 
partir de lo ordenado en la Sentencia C-370 de 2007 y de la extradición de los 
principales miembros del Estado Mayor Negociador de las AUC. 
En tercer lugar, se inició la implementación de la Ley 975 de 2005 o Ley de 
Justicia y Paz, orientada a aplicarse sobre algo más de 2.900 postulados de las 
AUC, por su responsabilidad en delitos no indultables. Así, se organizó el Comité 
Interinstitucional de Justicia y Paz, se abrieron en la Fiscalía General de la Nación 
la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, en la Defensoría del 
Pueblo y la Procuraduría General de la Nación las respectivas unidades de 
Justicia y Paz, y comenzaron los emplazamientos a los desmovilizados y a las 
víctimas para iniciar las versiones libres. 
                                                            
21 Amnistía Internacional, “La Ley de Justicia y Paz garantizará la impunidad para los responsables 
de abusos contra los derechos humanos, 25 de abril de 2005, “La cámara de Representantes debe 
rechazar los privilegios para los violadores de derechos humanos”, 24 de marzo de 2004, “La ley 
Justicia y Paz beneficiará a los autores de abusos contra los derechos humanos”, 11 de 
septiembre de 2005, “Los paramilitares en Medellín: desmovilización o legalización. Datos y cifras”, 
31 de agosto de 2005, “El presidente Uribe no debe ratificar la ley de impunidad”, 12 de julio de 
2005. www.amnesty.org  
22 Ver: Human Rigths Watch, “Serias preocupaciones sobre el proceso de desmovilización”, 28 de 
octubre de 2005, también “Colombia: proyecto deja intactas estructuras paramilitares”, 14 de junio 
de 2005, “Colombia: mecanismos de desmovilización garantizan la injusticia”, 17 de enero de 2005, 
“Colombia: proyecto de ley debe asegurar justicia”, 1 de abril de 2004,  
http://www.hrw.org/en/news/2005/10/28/colombia 
El horizonte del proceso de paz se había desenredado luego de la desmovilización 
de las estructuras armadas de las AUC, pues se veían ya importantes avances en 
materia de seguridad y recuperación del orden público como en Medellín, ciudad 
asolada durante años por la violencia de las pandillas (denominadas en esa 
ciudad como “parches”, “bandas” y “combos”) y por las guerras intestinas entre el 
Bloque Metro y el Bloque Cacique Nutibara (CNAI, 2009). 
Por otro lado, se apaciguaban los ánimos en sectores críticos del proceso, pues el 
marco jurídico definido, la Ley de Justicia y Paz, con sus limitaciones, favorecía los 
intereses de las AUC a la vez que disponía de mecanismos judiciales para obtener 
logros en materia de verdad, justicia y reparación para las víctimas. De cierta 
forma se satisfacía el equilibrio entre los reclamos de justicia y las necesidades de 
paz (Uprimny y Saffón, 2006). 
El diálogo y la negociación habían rendido sus frutos y se podía afirmar que el 
proceso de paz iba en camino y que el esquema de desarme y desmovilización 
había sido exitoso. Estaba aún la expectativa sobre el curso de la reintegración y 
la dinámica de los procesos judiciales. 
 
1.2.  Las Recomendaciones de la Comisión Exploratoria de Paz 
 
El análisis  del cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión Exploratoria 
de Paz permite acercarse a la coherencia y solidez de la fase de diálogo, a la 
profundidad de los contenidos de los acuerdos y a la voluntad de los grupos 
paramilitares por asumir a cabalidad sus compromisos en el marco del proceso de 
negociación. También deja ver la laxitud con la que el Gobierno nacional discutió, 
permitiendo el incumplimiento craso e injustificable de las AUC de esos 
compromisos, hasta el punto de llevar el proceso a una crisis de legitimidad que 
afectaría casi que inmediatamente el curso del desarme y la desmovilización. Es 
útil además, como referente para analizar los principales hitos del proceso y los 
resultados obtenidos en diferentes ámbitos del diálogo, del proceso de DDR, 
incluida la definición del marco jurídico y la instauración de un mecanismo de 
veeduría internacional.23 Las recomendaciones de la Comisión Exploratoria son 
entonces un interesante referente de indicadores para la evaluación del proceso 
adelantado con las AUC en sus distintos ámbitos. 
 
 
                                                            
23 Para una visión cronológica del proceso ver: Oficina del Alto Comisionado para la Paz, Proceso 
de Paz con las Autodefensas. Memoria Documental, tomos I y II, Presidencia de la República, 
Bogotá, 2009; y Fundación Ideas para la Paz, Cronología de los Grupos Ilegales Armados, Grupos 
Ilegales Armados de Autodefensa, mayo 2002-abril 2004, Bogotá, 2004, www.ideaspaz.org  
La Comisión exploratoria recomendó24: 
1. “Continuar con el proceso de paz -previo cumplimiento total y verificable del 
cese de hostilidades-, con el objetivo central de desmovilizar y reincorporar 
a la vida civil a los integrantes de las autodefensas. Se recomienda insistir 
en la necesidad de congregar una sola mesa nacional de paz.” 
2. “Mantener, perfeccionar y verificar el cese total de hostilidades como 
condición del Gobierno Nacional para continuar con el proceso, siendo la 
concentración de fuerzas la opción recomendada para su verificación.” 
3. “Acordar fórmulas para la concentración de las fuerzas irregulares, como 
garantía de una siguiente etapa del proceso.” 
Ni los grupos paramilitares cumplieron con el cese de hostilidades, ni el Gobierno 
nacional dispuso un mecanismo de verificación de tal compromiso, el cual se 
constituía en la condición principal para el diálogo y la negociación según el mismo 
presidente Uribe Vélez. Tampoco hubo reclamos a las AUC por parte del Gobierno 
ante la información de la persistencia de homicidios, desapariciones, amenazas y 
otra suerte de delitos cometidos por los paramilitares, contraviniendo no solo la 
voluntad de paz expresada al principio del proceso sino también la condición del 
Gobierno de cesar “totalmente” las hostilidades para mantener vivo el diálogo. La 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz, como representante del Gobierno en la 
mesa de diálogo, optó por el fortalecimiento del control de la fuerza pública y la 
captura de los presuntos responsables individuales de esos hechos violentos, sin 
que hubiera un impacto directo del incumplimiento en el curso del proceso.25 
Según la Comisión Colombiana de Juristas, entre 2003 y 2006, las AUC 
cometieron más de 3 mil homicidios, algunos de ellos ordenados y perpetrados 
dentro de la Zona de Ubicación Temporal de Tierralta (Córdoba). La Defensoría 
del Pueblo, en mayo de 2005, afirmaba que las AUC habían cometido más de 
1.979 crímenes desde iniciado el proceso, constitutivos de graves violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario.26 Frente a 
esta grave situación el Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, 
sostuvo que: “el cese de hostilidades es una metáfora que debe manejarse con 
mucha flexibilidad”27, mientras que las AUC afirmaron la imposibilidad de cumplirlo 
                                                            
24 Las recomendaciones de la Comisión Exploratoria del Proceso de Paz con las Autodefensas se 
difundieron mediante comunicado público el 25 de junio de 2003. 
25 Ver Informes de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz al Congreso de la República 2003 y 
2004 
26 Defensoría del Pueblo, “Seguimiento al cese de hostilidades prometido por las Autodefensas 
Unidas de Colombia como signo de su voluntad de paz para el país”, 2005, 
http://www.defensoria.org.co/pdf/informes/informe_109_b.pdf  
27 Comunicado de prensa de la Comisión Colombiana de Juristas, “A ciencia y paciencia del 
Gobierno, más de tres mil personas han sido víctimas de grupos paramilitares desde diciembre de 
2002”, Bogotá, 18 de octubre de 2002. Ver también los primeros informes de la Misión de Apoyo al 
Proceso de Paz en Colombia, MAPP/OEA, www.mapp-oea.org  
cabalmente debido al riesgo que aún corrían sus tropas y las regiones, por la 
actividad militar proveniente de los grupos guerrilleros, y por la incapacidad que 
enfrentaban para controlar a la totalidad de los miembros de cada una de sus 
estructuras armadas en tantas y tan complejas regiones. 
Más allá de las justificaciones de las partes, que en su momento podían tener 
relativa validez, pues el Gobierno estaba interesado en avanzar a toda costa con 
el proceso y las AUC no iban a entregar de la noche a la mañana sus territorios de 
influencia, se entrevió la intención de algunos jefes paramilitares y de un 
significativo número de mandos medios de continuar con sus prácticas criminales, 
orientadas a mantener el control sobre el negocio del narcotráfico y sobre las 
poblaciones, incluso para influir en procesos electorales y en la dinámica 
administrativa de los entes territoriales (Romero y Valencia, 2007). Además, se 
evidenciaba que en el proceso con las AUC no estaban la totalidad de 
organizaciones paramilitares que existían en Colombia en ese momento y, en 
consecuencia, que la negociación con las AUC, como pretendida expresión 
nacional del paramilitarismo, también fue parcial. Es decir, que el haber negociado 
con las AUC no significó haber negociado con la totalidad de grupos paramilitares, 
por lo que finalmente se puede sostener que se desmovilizaron las AUC como 
grupo paramilitar pero no se desmontó el paramilitarismo como fenómeno 
complejo de carácter político, económico, militar y criminal. 
Quedaron fuera del proceso, entre otros, el Bloque Cacique Pipintá, que operaba 
en el eje cafetero y que fue desmantelado por el Ejército Nacional en septiembre 
de 2007;28 y Pedro Oliverio Guerrero, alias “Cuchillo”, que hizo parte del Bloque 
Centauros y quien se considera el presunto homicida de Miguel Arroyave por su 
interés en mantener el control del negocio del narcotráfico en Meta, Vichada y 
Guaviare, y que actualmente es el comandante del Ejército Revolucionario Popular 
Anticomunista Colombiano (ERPAC). 
En cuanto a la concentración de fuerzas, las partes convinieron en definir una 
Zona de Ubicación Temporal, en Tierralta (Córdoba), en la que se llevarían a cabo 
los diálogos entre el Estado Mayor Negociador de las AUC y el Gobierno nacional. 
Dadas las circunstancias de violencia en distintas zonas del país y para 
salvaguardar la seguridad de los bloques y frentes paramilitares, solamente habría 
concentración de tropas en la medida que fuera necesario para garantizar la 
desmovilización de las estructuras de las AUC, las cuales se realizarían en 
aquellas regiones en las que existiera control paramilitar, pues solo así se 
garantizaría la seguridad de sus miembros. 
En efecto, se convino la desmovilización paulatina de bloques y frentes de las 
AUC entre 2003 y 2006, siendo coordinada la seguridad de las zonas de ubicación 
temporal entre la Policía y el Ejército Nacional, y los equipos de seguridad 
                                                            
28 Diario El País, “Desmovilizado Bloque Cacique Pipintá”, 28 de septiembre de 2007. 
definidos por los grupos paramilitares, principalmente los escoltas de los 
comandantes, para evitar eventuales hostigamientos de los grupos guerrilleros. 
4. “Exigir el abandono total de actividades ilícitas, tales como: narcotráfico, 
robo de combustible, extorsión y secuestro.” 
Las AUC no solo continuaron cometiendo crímenes dentro de la Zona de 
Ubicación y en otros territorios, sino que también persistieron en fortalecer el 
control sobre el negocio del narcotráfico, situación que a la postre conllevaría a la 
decisión del Gobierno nacional de extraditar a EEUU a aquellos comandantes 
miembros del Estado Mayor Negociador que tenían vigentes solicitudes de 
extradición, como “Jorge 40”, Salvatore Mancuso, Carlos Mario Jiménez, alias 
“Macaco”, Diego Fernando Murillo, “Don Berna”, entre otros comandantes. 
El interés persistente de algunos comandantes de las AUC y de mandos medios 
desmovilizados y no desmovilizados sobre el negocio del narcotráfico fue lo que a 
la postre suscitaría no solo la captura y extradición de algunos de ellos, sino 
también las disidencias, los rearmes y la emergencia de grupos armados ilegales 
con características similares, lo que puede leerse como una evidente debilidad del 
proceso de paz con las AUC, al no apuntar a desestructurar su principal referente 
de origen y su fundamental objetivo como organización armada: el control de 
todos los eslabones del negocio del narcotráfico, incluidos los territorios de cultivo 
y procesamiento, las rutas de tráfico, las relaciones con sectores políticos y 
económicos, y el control social de las comunidades de influencia (Duncan, 2006). 
Salvatore Mancuso afirmó que el Gobierno nacional no quiso discutir el tema del 
narcotráfico durante los diálogos. Ante la propuesta de Mancuso de entregar libre 
de cultivos de coca el territorio controlado por el Bloque Catatumbo en el lapso de 
dos años, utilizando la mano de obra de los miembros del bloque, el Gobierno 
respondió, según el jefe paramilitar, que “la política de erradicación de cultivos era 
potestad del Gobierno nacional y no la discutía con nadie”.29 
De igual forma, se conocería posteriormente que algunos comandantes, incluso 
recluidos en establecimientos carcelarios, y mandos medios que se encontraban 
libres, continuaban coordinando actividades de control poblacional como la 
extorsión y otras acciones violentas, y afinando sus estrategias de influencia 
política en varias regiones del país, permeando campañas electorales, haciendo 
alianzas con políticos locales y constriñendo al electorado para votar por el 
candidato a cualquier corporación pública de elección popular que fuera afecto a 
sus intereses. Es el caso de Hernán Giraldo y Jorge 40, que operaron en la región 
del Caribe colombiano. 
                                                            
29 Entrevista a Salvatore Mancuso, comandante del Bloque Catatumbo de las AUC y miembro del 
Estado Mayor Negociador. Actualmente extraditado a EEUU. Entrevista realizada en febrero de 
2007 en la Cárcel de Máxima Seguridad de Itagüí. 
5. “Aplicar y priorizar el desarrollo de la Política de Seguridad Integral en las 
zonas de influencia de las autodefensas, enmarcada dentro de la Política 
de Seguridad Democrática contenida en el Plan de Desarrollo 2002-2006 
“Hacia un Estado Comunitario””. 
Sin lugar a dudas, uno de los avances más importantes del Gobierno fue el lograr 
el control territorial de vastos territorios controlados otrora por grupos 
paramilitares. Durante los primeros años del primer mandato del presidente Uribe 
los índices de violencia se redujeron sustancialmente, cayendo la tasa de 
homicidios a los índices más bajos en los últimos 20 años. Entre 2002 y 2008, el 
número de efectivos de la fuerza pública aumentó de 313.406 a 431.570.30 Esto 
concentró la iniciativa militar en el Estado, que ejerció presión armada sobre el 
ELN y las FARC conminándolas a un repliegue estratégico que significó la 
disminución de las acciones violentas en un 83.48% en todo el territorio nacional 
durante el mismo periodo.31 La tasa de homicidios por cien mil habitantes se 
redujo de 70 en 2002 a 36 en 2008, lo que significó una reducción nominal anual 
de 28.837 homicidios a 16.140 en ese año.32 
No obstante, esa iniciativa de seguridad no ha sido suficiente para superar 
definitivamente el fenómeno del paramilitarismo en Colombia ni tampoco para 
acabar militarmente con los grupos guerrilleros (FARC y ELN) ni para presionarlos 
para entrar en un proceso de paz (CERAC, 2009; CNAI, 2009). Tampoco para 
superar factores de violencia relacionados con la criminalidad organizada y 
contener el crecimiento de las “bandas criminales” (FIP, 2010; CNRR, 2007; CNAI, 
2009). Se observa que las dinámicas de violencia y sus principales actores, 
tienden a adaptarse y a acomodarse a las circunstancias de presión militar oficial, 
principalmente debido a los ingentes recursos que obtienen del narcotráfico, los 
cuales les posibilitan aguantar la arremetida estatal y flexibilizar sus estrategias de 
defensa y reposicionamiento estratégico. Para el caso de las “bandas criminales”, 
además de los recursos del narcotráfico, por las alianzas que mantienen con 
sectores de la fuerza pública e incluso con organizaciones guerrilleras, como 
sucede en algunas regiones del departamento de Nariño. 
Últimamente se ha discutido intensamente sobre la efectividad de la Política de 
Seguridad Democrática durante los últimos ocho años. Sobre todo en términos de 
la recuperación de la seguridad por la vía de la ofensiva militar contra las FARC y 
la criminalidad organizada, y por los resultados en materia de desarme, 
desmovilización y reintegración de desmovilizados (CNAI, 2009; Pizarro y 
                                                            
30 Departamento Nacional de Planeación, País en Paz, Dirección de Justicia y Seguridad, Bogotá, 
septiembre de 2009. 
31 Fundación Seguridad y Democracia, El debilitamiento de los grupos irregulares en Colombia, 
2002-2008, Bogotá, 2008. 
32 Departamento Nacional de Planeación, Boletín de Resultados en Seguridad Democrática, 
Resultados 2008. 
Valencia, 2009; Cerac, 2009). Si ponemos estos dos objetivos en una perspectiva 
general en función de la transición podemos preguntarnos y responder: 
a. ¿La PDSD logró derrotar a las FARC y arrinconar a la criminalidad 
organizada, recuperando para el Estado el monopolio de la violencia? La 
respuesta es NO. 
b. ¿Logró la PDSD mediante el proceso de DDR de las AUC superar el 
fenómeno del paramilitarismo en Colombia y garantizar los derechos de las 
víctimas? La respuesta también es contundente: NO. 
Sin embargo hay resultados intermedios que podrían estar apuntando hacia esos 
dos objetivos fundamentales para la transición de una situación de violencia 
sistemática a una de superación de la violencia y de consolidación de la 
institucionalidad democrática. Por ahora esos resultados intermedios no parecen 
estar inclinando la balanza hacia un escenario posconflicto. Simplemente pueden 
observarse como paliativos a la violencia, como respuestas institucionales a una 
dinámica sistemática de confrontación armada con tendencias cada vez más 
criminales. Es decir, que a una situación de violencia permanente las instituciones 
continúan respondiendo cada vez de manera más novedosa y coordinada, pero 
sin que eso signifique un cambio cualitativo en la situación de seguridad. 
6. “Definir y concretar alternativas jurídicas que hagan posible el avance de un 
acuerdo de paz”. 
Al respecto es pertinente señalar nuevamente el interesante y trascendental 
debate sucedido en torno a la definición del marco jurídico para la desmovilización, 
desarme y reintegración de miembros de grupos armados ilegales que tuvieren 
voluntad de paz, el que culminaría parcialmente con la vigencia de la Ley 975 de 
2005 y la sentencia C-370 de 2007 de la Corte Constitucional que la moduló. 
En diciembre de 2002, en función de la suscripción de acuerdos con grupos 
armados ilegales, especialmente con las AUC, el Gobierno nacional sancionó la 
Ley 782 que prorrogó la vigencia de la Ley 418 de 1997 o Ley de orden público. La 
ley pretende facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados 
organizados al margen de la ley para su desmovilización, la reconciliación entre 
los colombianos y la convivencia pacífica (artículo 2), mediante la suspensión de 
las órdenes de captura vigentes para los miembros representantes de la 
organización armada que dialoguen con el Gobierno y el otorgamiento de indultos 
a los responsables de delitos políticos y conexos, que hayan mostrado voluntad de 
paz (artículo 50). 
De igual forma, se concederían los beneficios de cesación de procedimiento 
judicial, la resolución de preclusión de la instrucción o la resolución inhibitoria, a 
quienes confiesen y hayan sido o fueren denunciados o procesados por hechos 
constitutivos de delitos políticos o conexos (artículo 60). En general, la iniciativa 
legislativa gubernamental pretendió definir un marco jurídico que facilitara la 
desmovilización, desarme y reintegración de los miembros de las AUC, mediante 
el otorgamiento de amnistías e indultos, pues eran considerados como 
delincuentes políticos, por haber cometido el delito de sedición. Tal propuesta 
legislativa gubernamental estaba fuertemente inclinada a favorecer un proceso de 
paz sacrificando la demanda de las víctimas por justicia. En este estadio, el 
esquema adelantado obedeció a un proceso de paz. 
Frente a la propuesta lesgislativa del Gobierno, las críticas y los reclamos no se 
hicieron esperar. Organizaciones de derechos humanos y sectores de víctimas 
señalaron que el Gobierno pretendía impulsar un proceso de paz sobre la base de 
la impunidad por graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH 
cometidas por los paramilitares. El argumento central de las críticas se basó en la 
imposibilidad de amnistiar al paramilitarismo debido a las evidencias existentes 
que demuestran que ese fenómeno fue motivado e impulsado por sectores de la 
fuerza pública y otros agentes del Estado, y que en muchos de los crímenes 
aparecían vinculados directamente como autores materiales o intelectuales.33 
Para las organizaciones que criticaron el proceso y el marco jurídico propuesto, la 
iniciativa gubernamental no era otra cosa que un “autoindulto” del Estado frente a 
sus responsabilidades en relación con la emergencia, evolución y prácticas del 
paramilitarismo. Exigían entonces mecanismos extremos de justicia. 
Por otro lado, organizaciones internacionales de derechos humanos y organismos 
internacionales de protección de los derechos humanos como la Oficina en 
Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (OACNUDH), manifestaron su preocupación por los alcances del marco 
jurídico, pues no garantizaba el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas a 
la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición. Ante la 
propuesta del Gobierno, centrada en un esquema típico de proceso de paz, las 
organizaciones sociales y de víctimas demandaron la aplicación de un esquema 
más acorde con las nuevas realidades de la justicia penal internacional, el que 
debería estar centrado en la justicia. 
Ante las presiones de la comunidad internacional y las ONG colombianas, el 
Gobierno radicó en el Congreso de la República el proyecto de ley de 
                                                            
33 Existe numerosa bibliografía sobre los vínculos existentes entre el paramilitarismo y el Estado 
desde sus orígenes en 1980. Sin embargo los textos de más impacto por sus alcances políticos, 
simbólicos y judiciales, provienen de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuyos fallos 
contra el Estado colombiano en la mayoría de los casos han señalado la vinculación entre agentes 
estatales y organizaciones paramilitares y de autodefensa. Ver por ejemplo: Caso 19 comerciantes 
vs. Colombia, sentencia de 5 de julio de 2004, serie C No. 109; Caso de la Masacre de Mapiripán 
vs.a Colombia, sentencia de 15 de septiembre de 2005, serie C, No. 134; Caso de la Masacre de 
Pueblo Bello vs. Colombia, sentencia de 19 de enero de 2006, serie C, No. 140; Caso de las 
Masacres de Ituango vs. Colombia, sentencia de 1 de julio de 2006, serie C, No. 148 y Caso de la 
Masacre de la Rochela vs. Colombia, sentencia de 11 de mayo de 2007, serie C, No. 163. 
Alternatividad Penal, el cual causó gran controversia por su contenido laxo, 
principalmente en materia de requisitos exigidos a los desmovilizados de las AUC 
para  reparar a las víctimas y confesar sus crímenes, y por dejar fuera del ámbito 
de aplicación de la ley a los agentes del Estado vinculados con el paramilitarismo 
y responsables de graves violaciones a los derechos humanos.34 
Finalmente, luego de profundos debates, de análisis de ocho proyectos de ley 
inscritos en el Congreso de la República, de presiones de la comunidad 
internacional y de las víctimas colombianas, fue aprobada en junio de 2005 la Ley 
975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz. Esa Ley, que se comenzó a 
implementar inmediatamente después de su sanción presidencial, consideraba 
apuntar a un equilibrio entre las demandas por justicia y las necesidades de paz. 
La Ley fue demandada por inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional por 
distintos sectores de víctimas. 
Luego de la aprobación de la Ley 975 de 2005 por el Congreso de la República y 
de la sanción del Presidente de la República, se dio el trámite de control de 
constitucionalidad en la Corte Constitucional. Luego de varios meses de discusión 
interna, la Corte profirió la sentencia C-370 de 2006 que moduló y precisó 
aspectos de forma, de trámite, procesales y de contenido de la Ley de Justicia y 
Paz. Según distintos sectores, la Corte Constitucional mejoró los procedimientos y 
los alcances de la Ley en función de los derechos de las víctimas, es decir que 
favoreció los reclamos por justicia. Sin embargo, la sentencia afectó 
negativamente la confianza de los desmovilizados postulados en el proceso de 
paz, situación afectaría de también el curso de los procesos judiciales. 
Los principales cambios ordenados por la Corte Constitucional en la Ley de 
Justicia y Paz fueron: 
a. La entrega total de los bienes en manos de los desmovilizados postulados, 
tanto los de proveniencia lícita como ilícita, con el propósito de reparar 
materialmente a las víctimas. Inicialmente la Ley 975 solo obligaba a 
entregar los bienes producto de actividades ilegales, pero la Corte 
Constitucional, dada la magnitud de los bienes legales de los paramilitares, 
muchos de ellos en manos de testaferros y por las dificultades para 
diferenciar cabalmente su origen legal o ilegal, decidió incluirlos todos 
debido, además, a la naturaleza de las actividades criminales de los 
miembros de las AUC. 
                                                            
34 La OACNUDH se pronunció reiteradamente sobre los avances en la definición del marco jurídico 
para el desarme, la desmovilización y la reintegración de miembros de grupos organizados al 
margen de la ley. Ver entre otros: Observaciones sobre la nueva versión del proyecto de 
alternatividad penal, mayo de 2004; Consideraciones sobre la Ley de Justicia y Paz, junio de 2005; 
La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
reitera su posición sobre la Ley de Justicia y Paz, octubre de 2006; La reglamentación de la Ley de 
Justicia y Paz no logra establecer adecuadamente el respeto por los derechos de las víctimas, 
enero de 2006, www.hchr.org.co  
b. La necesidad de que la confesión de los desmovilizados sea fidedigna y 
veraz, so pena de perder el beneficio de la pena alternativa y deba cumplir 
la pena principal de acuerdo con el principio de proporcionalidad. En la Ley 
la confesión parcial generaba el aumento del 20% de la pena alternativa, 
mientras que con la modulación de la Corte Constitucional el ocultamiento 
de información, por cualquier motivo, conllevará a la pérdida total del 
beneficio jurídico. 
c. El periodo de investigación no será solamente de seis meses, sino que 
durante todo el proceso el Fiscal o las víctimas podrán aportar pruebas 
conducentes al esclarecimiento de los crímenes de los grupos 
paramilitares, que por su generalidad y sistematicidad no pueden acotarse 
a tiempos restringidos de investigación. 
d. El desmovilizado deberá confesar no solo los delitos cometidos por él, sino 
la totalidad de los crímenes conocidos durante y con ocasión de su 
pertenencia al grupo armado ilegal. 
e. El tiempo efectivo de privación de la libertad ordenado en el fallo judicial de 
Justicia y Paz no será conmutado con el tiempo en el que los 
desmovilizados estuvieron concentrados en la Zona de Ubicación 
Temporal. Además, el tiempo de privación de la libertad definido en la pena 
alternativa deberá cumplirse en establecimientos penitenciarios y 
carcelarios que cumplan con los principios de seguridad y austeridad. En 
ningún caso se cumplirá en granjas agrícolas o sitios distintos a 
establecimientos penitenciarios y carcelarios adecuados.35 
Los cambios en la Ley ordenados por la sentencia de la Corte Constitucional, sin 
lugar a dudas, mejoraron ostensiblemente el marco jurídico en función de las 
garantías de los derechos de las víctimas, pero, como se mencionó antes, impuso 
limitaciones a su pertinencia como mecanismo jurídico extraordinario para motivar 
la sujeción de los desmovilizados postulados al proceso judicial y comprometerse 
definitivamente con la construcción de la paz. Muchos desmovilizados luego de 
conocer la sentencia de la Corte Constitucional han optado por no ratificarse a la 
jurisdicción de Justicia y Paz y continuar con sus procesos dentro de la justicia 
ordinaria. Otros simplemente decidieron continuar en la criminalidad, pues los 
réditos de la paz no igualan los beneficios del ejercicio de la violencia. Esta 
situación puede poner en riesgo la implementación de la Ley sobre la totalidad de 
los desmovilizados postulados y podría limitarla a un número reducido de 
desmovilizados, en los que no estarían tampoco incluidos los principales 
comandantes, lo que le restaría impacto y trascendencia.36 
                                                            
35 Sentencia C-370 de 2007. Corte Constitucional de Colombia. 
36 Un interesante análisis de la Ley de Justicia y Paz en función de las capacidades institucionales 
se encuentra en Santamaría, Sandra y Casas, Astrid, Ley de Justicia y Paz: capacidad institucional 
y eficacia judicial. Monografía de grado de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de 
Colombia, febrero de 2010. 
7.  “Solicitar la continuidad de la Iglesia Católica como facilitador y testigo del 
proceso de paz.” 
 
Si bien la Iglesia Católica, a través de monseñor Julio Cesar Vidal, había sido de 
gran utilidad para el acercamiento entre las AUC y el Gobierno nacional, luego de 
definidas las mesas de diálogo e iniciarse el proceso de negociación, el Alto 
Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, señaló que la Iglesia continuaría 
como “referente moral” del proceso, lo que expresaba la decisión gubernamental 
de mantenerla al margen de las discusiones políticas y de negarle el papel de 
veedora u observadora. Esta decisión confirmó la centralización del proceso en 
manos del Alto Comisionado para la Paz, negando la participación de instancias 
sociales y políticas, nacionales e internacionales, que estaban deseosas de tener 
un papel activo en el curso del proceso. 
8. “Solicitar veeduría y acompañamiento internacional, con el fin de hacer 
evidente la seriedad del proceso y el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos por las partes.” 
Sin embargo, y pese a la decisión del Gobierno de centralizar la conducción del 
proceso, actitud que está amparada en la Constitución Política de Colombia, pero 
que no ayuda mucho en términos prácticos para la implementación de un proceso 
de paz incluyente y legítimo, en 2004 el Gobierno nacional y el Secretario General 
de la Organización de Estados Americanos (OEA), que en ese entonces era el ex 
presidente colombiano Cesar Gaviria Trujillo, firmaron un convenio para el 
Acompañamiento al Proceso de Paz en Colombia, en el que se establecía el 
compromiso de “acompañar los esfuerzos que realice el Gobierno de Colombia en 
procura de una paz firme y duradera en el país”. De tal forma se constituyó la 
Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA), instancia que ha 
realizado actividades de monitoreo, seguimiento y verificación del proceso de 
desarme, desmovilización y reintegración de los miembros de grupos armados 
ilegales, y ha apoyado la labor de las instituciones colombianas en relación con el 
curso de los procesos de Justicia y Paz, tanto en términos técnicos como 
logísticos.37 
9. “Adecuar el programa de Reincorporación del Gobierno Nacional de 
acuerdo al perfil de los miembros de las autodefensas y gestionar los 
recursos necesarios.” 
En tal sentido el Gobierno nacional inició un proceso de adecuación del Programa 
de Reinserción a la Vida Civil del Ministerio del Interior, el cual operaba en función 
de la dinámica de deserciones y desmovilizaciones individuales y grupales de 
miembros de grupos guerrilleros, principalmente, y que había sido la instancia 
                                                            
37 Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia, MAPP/OEA, Manual Básico para el 
desempeño de las funciones de la Misión, Organización de Estados Americanos, Subsecretaría de 
Asuntos Políticos, Departamento de Prevención de Crisis y Misiones Especiales, 2004. 
central de los procesos de reintegración de los desmovilizados de las 
organizaciones insurgentes que negociaron al inicio de la década de los 90, 
especialmente de cara a la ejecución del Plan Nacional de Rehabilitación (Turriago 
y Bustamante, 2003; Fucude, 2009). 
Sin embargo, y dada la magnitud del proceso de desmovilización de las AUC, que 
superaba los 31 mil combatientes, la capacidad del programa era limitada. En 
consecuencia y de manera afortunada, el Gobierno nacional instituyó la Alta 
Consejería Presidencial para la Reintegración Económica y Social (ACR). La 
apertura de la ACR no solo ha sido positiva en términos de cobertura de los 
programas de reintegración, sino que ha logrado mejorar el enfoque de 
reintegración basado en el desmovilizado y su núcleo familiar, orientándola hacia 
la “reintegración comunitaria”, con la que se pretende un mayor impacto social de 
la reintegración en función de la reconciliación y el fortalecimiento de las 
instituciones democráticas.38 
Existen otras instancias que complementan la estructura institucional para la 
reintegración como el Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado 
(PAHD) y el Programa de Atención al Proceso de Desmovilización y Reintegración 
en Bogotá, que atiende alrededor de 5 mil personas desmovilizadas que se 
encuentran en la capital de la República. 
10. “Diseñar y aplicar una “Política de Estado” para el tratamiento de grupos de 
autodefensa, con el fin de evitar la perpetuación y resurgimiento de este 
fenómeno luego de la desmovilización de esta generación.” 
El análisis del proceso de diálogo y negociación entre el Gobierno nacional y las 
AUC, así como del estado del cumplimiento de las recomendaciones de la 
Comisión Exploratoria, permite aseverar que la visión del Gobierno nacional sobre 
el fenómeno paramilitar estaba concentrada en las AUC como expresión política y 
militar. Por ingenuidad o pragmatismo se difundió la idea que desmovilizadas las 
AUC se desmontaría automáticamente el fenómeno paramilitar. 
Pese a las reiteradas denuncias de organizaciones sociales y ONG de derechos 
humanos, el proceso discurrió dentro de un esquema típico de proceso de paz, 
que llevaría a una fase de desarme, desmovilización y reintegración (DDR) de una 
organización político-militar.39 No se consideró dentro del proceso discutir 
                                                            
38 Alta Consejería para la Reintegración, ACR, Contribución de Cartagena al DDR, Cartagena, 
mayo de 2009. Ver también Pizarro, Eduardo y Otálora, Carlos, “Los derechos de las víctimas y la 
reintegración comunitaria: el horizonte estratégico de la reconciliación”, Seminario Internacional 
“Reintegración de jóvenes en conflicto con la ley: bases científicas y el rol del sector privado”; 
Pontificia Universidad Javeriana, Santiago de Cali, 18 y 19 de marzo de 2009. 
39 Desarme, Desmovilización y Reintegración, Guía teórica y práctica, GTZ, Embajada de 
Alemania, 2006; Operational Guide to the Integrated Disarmament, Demobilization and 
Reintegration Standards, United Nations Interagency Working Group On Disarmament, 
Demobilization and Reintegration, 2002. 
seriamente el tema del narcotráfico y su impacto en la persistencia de la violencia 
en Colombia, especialmente en términos de su doble condición de medio y fin de 
los grupos armados ilegales, sobre todo para los paramilitares. Tampoco se hizo 
alusión a los vínculos, relaciones, complicidades y apoyos de sectores políticos 
nacionales y locales y agentes de la fuerza pública. El fenómeno de la 
“parapolítica”, por ejemplo, emerge como iniciativa social autónoma de 
esclarecimiento, la cual es asumida por la Corte Suprema de Justicia, ante la 
evidente inconformidad del Gobierno nacional (Romero y Valencia, 2007). 
En consecuencia, una Política de Estado para desmontar el paramilitarismo y 
prevenir su perpetuación y emergencia, nunca estuvo en la cabeza de los líderes 
gubernamentales del proceso. De hecho el Presidente Uribe, sus Ministros de 
Gobierno y Defensa, y altos mandos militares, aseguraron repetidas veces que la 
desmovilización de las AUC significaba el fin del paramilitarismo en Colombia. 
Se afianzó la idea del paramilitarismo como ejército privado, de carácter 
contrainsurgente, concentrado en la ofensiva-defensiva militar, con relaciones 
meramente instrumentales y fragmentadas con el narcotráfico y sectores de la 
política y la economía local. Con ese criterio se inició la fase de desarme y 
desmovilización, dando por sentado que la desmovilización de las AUC expresaba 
el monopolio estatal de la acción contrainsurgente en Colombia, por lo cual el 
panorama de la confrontación se configuraba ahora entre las FARC, en proceso 
de repliegue, el ELN, diezmado y casi sin capacidad ofensiva, y el Estado 
colombiano y sus fuerzas militares, en ascenso ofensivo. 
De otro lado, y precisamente para hacer viable jurídicamente el proceso de 
desarme y desmovilización, el Congreso de la República aprobó luego de un 
acalorado y largo debate la Ley 975 de 2005, con el propósito de complementar el 
marco jurídico existente, ahora con medidas específicas para procesar a los 
responsables por delitos contra la humanidad y crímenes de guerra, tipificados por 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Esta iniciativa legislativa 
daba por descontada la superación del paramilitarismo en Colombia, sin 
considerar sus fuertes vínculos con el narcotráfico, la coptación del Estado y la 
economía local y las responsabilidades de agentes estatales con su conformación, 
expansión y accionar. 
La consolidación de las “bandas criminales”, con sus marcadas diferencias frente 
a la forma como operaron las AUC, como lo son el poco o nulo respaldo político 
que tienen, la ofensiva estatal determinada en su contra y hasta las alianzas 
estratégicas con grupos guerrilleros, permite observar, sin embargo, la continuidad 
de las prácticas que permitieron la expansión y consolidación del paramilitarismo: 
el control de rentas legales e ilegales, el control violento de poblaciones y sus 
pretensiones corruptoras de sectores de la política y la fuerza pública. El proceso, 
en general, no apuntó a desmontar las practicas, las cuales siguen vigentes y 
mantienen su atractivo, incluso con independencia del sujeto o individuo que las 
realiza, sea o no desmovilizado de las AUC, haya pertenecido o no a sus filas. El 
paramilitarismo siempre fue mucho más que un ejército irregular, es ante todo un 
complejo conjunto de prácticas para la constitución de “autoritarismos 
subnacionales” (Gibson, 2006). 
1.3. El quiebre de los acuerdos y la inclinación judicial 
 
Finalmente ¿qué negociaron las AUC y el Gobierno nacional? ¿Cuál fue la agenda 
política y el contenido de los acuerdos de paz? ¿Qué ganaban o cedían, como en 
cualquier proceso de paz, los actores involucrados? ¿Qué estaba en juego en 
términos de pérdidas y ganancia para las AUC, cuando al entrar en el proceso se 
encontraban en la máxima cumbre del poder político, económico y militar? De 
hecho, tal y como se ha visto en la literatura de caso o comparada de procesos de 
paz, los actores que negocian tratan de sacar ventaja en la mesa de lo ganado o 
perdido en el campo de batalla (Stedman, 2001; Stedman y Rotchild, 2003; 
Walters, 1999). Era de esperarse, en consecuencia, que las AUC capitalizaran en 
la negociación el poder acumulado durante más de dos décadas de actividades. 
Debido al hermetismo con el que el Gobierno manejó el proceso40, pese a la 
contraria voluntad de los comandantes de las AUC, el único referente oficial de 
negociación y de contenido de acuerdos de paz, es el Acuerdo de Santafé de 
Ralito, firmado por las partes el 15 de julio de 2003 en Tierralta (Córdoba). El 
documento culminaba la fase exploratoria de diálogos y disponía lo necesario para 
iniciar y consolidar el proceso de desarme y desmovilización de los bloques y 
frentes de las AUC. Fue firmado en presencia de los miembros de la Comisión 
Exploratoria y los facilitadores de la Iglesia Católica, entre ellos Monseñor Julio 
Cesar Vidal de la Diócesis de Montería. 
El primer punto importante del acuerdo fue la disposición de las AUC de 
desmovilizarse, con el compromiso gubernamental de trabajar en función de la 
recuperación del monopolio de la violencia en manos del Estado, situación vigente 
ya con la implementación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, el 
Plan Patriota y una serie de operaciones militares ofensivas en los territorios de 
presencia de las FARC, especialmente aquellos contiguos a Bogotá. Se destacan 
las operaciones Libertad I y Destructor I y II, llevadas a cabo durante 2003 para 
expulsar a las FARC de la región del Sumapaz en el departamento de 
Cundinamarca, las que fueron exitosas.41 
                                                            
40 El Presidente de la República señalaba entonces que “El tema avanzará con prudencia. (…) 
Queremos mantener informada a la comunidad nacional e internacional sobre el tema, pero 
prudentemente. Manejarlo sin espectacularidad publicitaria y sin cartas guardadas”. Noticia. Dice el 
presidente Uribe Vélez Gobierno no acepta espectacularidad en proceso con Autodefensas, 
Bogotá, enero 30 de 2003. 
41 Ver informes regionales del Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario de la Vicepresidencia de la República: “Panorama actual de los municipios que 
conformaron la Zona de Distensión”, 2003; “Cundinamarca: un escenario estratégico”, 2005, 
elaborado por Alfredo Rangel; “Panorama actual del Huila”, 2003; “Panorama actual del Meta”, 
En segundo lugar, las AUC se comprometieron a desmovilizar la totalidad de sus 
miembros, en un proceso gradual, mientras que el Gobierno dispondría de lo 
necesario, en términos logísticos, para garantizar la desmovilización. Para ello se 
definirán lugares adecuados en términos de seguridad en los que se concentraría 
la totalidad de la estructura a desmovilizar, los cuales estarían vigilados 
permanentemente por la fuerza pública. 
Tercero, las AUC manifestaron su propósito de “una Colombia sin narcotráfico”, 
dejando claro que la competencia en materia de lucha contra el fenómeno estaba 
en manos del Gobierno nacional, pero sin establecer ningún mecanismo que 
permitiera la entrega de información al Gobierno sobre rutas, zonas de cultivo, 
testaferros, etc., que resultara útil para el Gobierno. 
En general, el Acuerdo de Santafé de Ralito fue una exposición de intenciones, 
pero en ningún momento puede concebirse como un acuerdo político con 
importantes avances en materia de paz, más allá de la desmovilización colectiva 
de las estructuras armadas de las AUC. 
Tanto el Gobierno como las AUC intentaron proponer un marco jurídico que 
permitiera la desmovilización de las estructuras militares, tratando en lo posible de 
privilegiar el componente de paz por encima de las exigencias de justicia. Sin 
embargo, el debate en el Congreso de la República y el posterior control de 
constitucionalidad de la Corte Constitucional, limitó el alcance de la Ley 975 de 
2005 contrariando parcialmente los intereses de los miembros de las AUC. 
Frente a los acuerdos, según la percepción de los excomandantes de las AUC42, 
las garantías jurídicas acordadas se desdibujaron, pues terminaron recluidos en 
una cárcel de máxima seguridad y con incertidumbres sobre la extradición, pues el 
proceso se desplazó al escenario jurídico. También quedaron sin reconocimiento 
político ni contactos regulares con las regiones, lo que implicó su desligue de las 
dinámicas políticas y de los procesos de reintegración en términos de su acción 
disuasiva frente a los mandos medios desmovilizados. Esta situación configuró 
incentivos para que algunos comandantes se apartaran del proceso, como Vicente 
Castaño, Ever Velosa, alias HH y los “Mellizos” Mejía Múnera, y para que muchos 
mandos medios optaran por continuar en la ilegalidad percibiendo un escenario no 
deseado de sometimiento judicial, como Pedro Oliverio Guerrero, alias “Cuchillo”, 
actualmente líder del ERPAC que actúa en varios departamentos de los Llanos 
Orientales. 
                                                                                                                                                                                     
2002; y “Panorama actual del Tolima, 2005. También Ariel Fernando Ávila, “FARC: dinámica 
reciente de la guerra”. En: Revista Arcanos No. 14, Observatorio del Conflicto Armado, Corporación 
Nuevo Arco Iris, Bogotá, 2008, p. 9-10. 
42 La percepción de los excomandantes se construyó a partir de una serie de entrevistas realizadas 
a siete de ellos en las instalaciones de la Cárcel de Máxima Seguridad de Itagüí en febrero de 
2007. Se entrevistó a Iván Roberto Duque, “Ernesto Báez”; Fredy Rendón, “el Alemán”;  Salvatore 
Mancuso, Rodrigo Tovar Pupo, “Jorge 40”; Diego Fernando Murillo Bejarano, “Don Berna”; Carlos 
Mario Jiménez, “Macaco” y Rodrigo Pérez Alzate, “Julián Bolívar”. 
Claramente, el proceso de diálogo y negociación que fuera criticado en sus inicios 
por tender a la impunidad y por pretender reconocer políticamente el poder 
construido por los grupos paramilitares durante décadas, incluso permitiéndoles 
alocuciones desde el recinto del Congreso de la República, tomaba ahora destinos 
imprevistos. El 16 de agosto de 2006, día en el que se realizó la última 
desmovilización colectiva del Frente Medio Salaquí del Bloque Elmer Cárdenas, 
comandado por Fredy Rendón, “El alemán”, en el municipio de Unguía, 
departamento del Chocó, el Gobierno nacional tomó la decisión de “conducir” a los 
ex comandantes de las AUC al centro de recreación de Prosocial, para luego 
trasladarlos en 2007 al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Media y 
Máxima Seguridad de Itagüí. Las razones del Gobierno para esta decisión fueron 
las reiteradas denuncias sobre delitos cometidos por ex comandantes y mandos 
medios primero desde Santafé de Ralito; y luego desde Prosocial la existencia de 
un aparente plan de fuga de los ex comandantes de las AUC.43 
En mayo de 2008, 14 de los principales comandantes de las AUC fueron 
extraditados por el Gobierno nacional, luego de concepto favorable de la Corte 
Suprema de Justicia, respondiendo a la solicitud vigente de extradición hecha por 
el Gobierno de Estados Unidos y por las presuntas actividades delictivas que 
continuarían cometiendo desde la cárcel de Itagüí. Según diversas opiniones, la 
principal motivación para su extradición fue la percepción del Gobierno de la 
intención de los comandantes paramilitares de iniciar acusaciones contra políticos, 
agentes de la fuerza pública y empresas que según ellos colaboraron, auspiciaron 
y cohonestaron con el paramilitarismo en varias regiones del país. Esta 
perspectiva sostiene que el Gobierno los sustrajo de la jurisdicción judicial 
colombiana, la cual los juzgaría por delitos contra la humanidad, incluso develando 
sus vínculos con políticos y agentes de la fuerza pública, para conminarlos a un 
sistema judicial foráneo, que los procesara solo por narcotráfico.44 
El escenario era claro: los principales comandantes de las AUC habían sido 
puestos a disposición de la justicia norteamericana y los que no fueron 
extraditados, incluyendo los mandos medios y combatientes rasos postulados a la 
Ley de Justicia y Paz, quedarían en función de un proceso judicial que 
determinaría su elegibilidad para recibir beneficios jurídicos, siempre y cuando 
confesaran la totalidad de los crímenes cometidos y repararan con sus bienes 
lícitos e ilícitos a las víctimas, de acuerdo con las órdenes de la Corte 
Constitucional. 
Quienes optaron por la reincidencia en “bandas criminales” o grupos similares a 
los del paramilitarismo o incluso en organizaciones de delincuencia común y 
organizada, también se enfrentaban, por negarse a acoger la voluntad de paz del 
                                                            
43 El Espectador, Cronología del Proceso de Paz con los Paramilitares, 13 de mayo de 2008. 
44 Ver el artículo de Gerardo Reyes en El Nuevo Nuevo Herald, “Mancuso, el “para” que sabe 
demasiado”, 6 de junio de 2009, http://www.elnuevoherald.com/2009/06/06/468923/mancuso-el-
para-que-sabe-demasiado.html  
Gobierno nacional, a la confrontación militar o policial o a la justicia ordinaria, pues 
por ley debían perder la condición de postulados a la Ley de Justicia y Paz. 
Al final, todo el proceso quedó determinado y condicionado al curso de 
procedimientos judiciales. Se dio el tránsito de un proceso de paz y de un 
esquema complejo de desarme, desmovilización y reintegración (DDR) a una 
dinámica de sometimiento a la justicia desplegado en varios ámbitos: la justicia 
norteamericana para los extraditados, la justicia de Justicia y Paz para los 
postulados y la justicia ordinara para los disidentes y rearmados, en el mejor de 
los casos. 
Incluso los excombatientes que se desmovilizaron bajo la aplicación de la Ley 782 
de 2002, ahora se encuentran en un “limbo jurídico”, pues se les sindicó por 
concierto para delinquir, tipo penal relativo a la sedición y la conformación de 
grupos armados ilegales, al momento de su desmovilización. Sin embargo, la 
Corte Suprema de Justicia consideró que efectivamente esos desmovilizados son 
responsables del delito de concierto para delinquir, pero de carácter agravado, 
debido a la naturaleza, carácter y accionar de los grupos paramilitares, situación 
que les impediría recibir los beneficios jurídicos de la amnistía y el indulto que en 
su momento los favoreció su paso por la Ley 782 de 2002. Hoy esas personas, 
alrededor de 19 mil, tendrían que entrar en un esquema judicial, posiblemente la 
aplicación del principio de oportunidad, para informar a las autoridades judiciales 
sobre los delitos graves de los que tuvieren conocimiento durante y con ocasión 
de su pertenencia al grupo armado ilegal.45 
Ni los más radicales seguidores de un enfoque punitivo del proceso con las AUC 
esperaron que éste finalmente llegara a un esquema complejo de sometimiento a 
la justicia. Puede afirmarse incluso, que es un escenario no deseado para quienes 
se inclinan por la proporcionalidad de la justicia en relación con las atrocidades 
cometidas por los grupos paramilitares, especialmente por las AUC entre 1997 y 
2003. Esto debido a varios elementos: en primer lugar, a que la extradición de los 
ex comandantes paramilitares supone la sujeción a un sistema judicial que los 
procesará por narcotráfico, quedando en vilo la justicia, la verdad y la reparación 
para las víctimas colombianas de homicidios, desapariciones forzadas, 
desplazamiento y tortura. Segundo, al hecho craso de que la implementación de la 
Ley 975 de 2005 supuso el curso de un “mega proceso judicial”, que ha 
desbordado la capacidad procesal de la Fiscalía General de la Nación, pues debe 
hacerse cargo de las decenas de miles de crímenes cometidos por más de 4 mil 
postulados a ese marco jurídico y que solo ha proferido una sentencia, la que 
fuera anulada por la Corte Suprema de Justicia en 2009 (Santamaría y Casas, 
2010). Tercero, por cuanto que la sujeción a un proceso judicial y la expectativa de 
una condena privativa de la libertad no es incentivo suficiente para que un 
miembro de algún grupo armado ilegal, especialmente los mandos medios, 
decidan abandonar sus actividades criminales y renunciar a los beneficios que, 
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lamentablemente en Colombia, ofrecen el narcotráfico, la extorsión y las alianzas 
non sanctas con políticos corruptos y empresarios ambiciosos. 
 
Tabla 2 
Comandantes de las AUC extraditados a EEUU 
 
 
Diego Fernando Murillo 
Bejarano 
Alias “Don Berna” 
 
Bloque Cacique Nutibara y 
Héroes de Tolová 
 
Comenzó trabajando al lado del extinto Pablo Escobar, jefe 
del desaparecido cartel de las drogas de Medellín y más tarde 
se unió a las AUC. Llegó a ser considerado uno de los más 
poderosos jefes del mundo criminal colombiano al comandar 
una temida banda de asesinos, la "Oficina de Envigado". Su 
ingreso y auge en la organización fue vista como la 
penetración y toma de poder por parte de los narcotraficantes 
de las AUC. Murillo fue acusado en julio del 2004 en Nueva 
York por conspiración para importar miles de kilos de cocaína 
a Estados Unidos. 
 
 
Rodrigo Tovar Pupo 
Alias “Jorge 40” 
 
Bloque Norte 
 
Comandó un bloque de las AUC. Tovar es acusado de 
ordenar cientos de asesinatos y masacres en la costa 
caribeña colombiana, pero además es uno de los principales 
protagonistas de uno de los más recientes escándalos 
políticos del país al revelar detalles de reuniones que sostuvo 
con dirigentes políticos. Tales revelaciones y otras 
investigaciones han llevado desde el 2007 y hasta ahora a 
cerca de 31 congresistas a la cárcel y otros 30 son 
investigados. Tovar supuestamente también monitoreo envíos 
de cocaína desde la costa. Fue acusado en una corte 
estadounidense en marzo del 2005. 
 
 
Salvatore Mancuso 
Alias “El Mono”, “Doble Cero” o 
“Santander Lozada” 
 
Bloque Catatumbo 
 
 
Fue comandante principal de las AUC. En septiembre del 
2002, los Estados Unidos acusaron a Mancuso por el envío 
de 17 toneladas de cocaína hacia ese país y Europa desde 
1997. A diferencia de otros comandantes, Mancuso nació en 
el seno de una familia acomodada en la costa caribeña  
colombiana. Mancuso pareció ser el ex paramilitar más 
dispuesto a revelar detalles de lazos con políticos y militares 
 
 
Hernán Giraldo 
Alias “El Viejo” 
 
Bloque Resistencia Tairona 
 
Comandó un bloque de las AUC en las zonas cercanas al 
balneario caribeño de Santa Marta. Estados Unidos lo incluyó 
en listados de narcotraficantes en 2004 y en marzo del año 
siguiente le formuló cargos de narcotráfico. Estaba encargado 
de supervisar la producción de drogas en la región del parte 
nacional de la Sierra Nevada, que convirtió en uno de los 
mayores puntos de producción de cocaína en Colombia. 
 
 
Francisco Javier Zuluaga Lindo 
Alias “Gordolindo” 
 
Uno de los llamados narcos de "purasangre", que entraron al 
paramilitarismo para encubrir su actividad de tráfico de droga 
 
Bloque  
y más tarde beneficiarse de acuerdos de desmovilización con 
el gobierno. Para lograr ese objetivo compró en millones de 
dólares un bloque de las AUC. En noviembre del 1999 una 
corte en Florida, Estados Unidos, lo acusó por tráfico de 
drogas. 
 
Ramiro Vanoy 
Alias “Cuco Vanoy” 
 
Bloque  
 
Otro narcotraficante quien ingresó en el proceso de paz con 
los paramilitares para beneficiarse de sentencias reducidas. 
En noviembre de 1999 una corte de Florida lo acusó de tráfico 
de drogas. 
 
 
Juan Carlos Sierra 
Alias “El tuso” 
 
También considerado un traficante "purasangre", Sierra 
provocó un escándalo cuando se presentó como negociador 
de las AUC en 2004. El gobierno inicialmente rechazó su 
inclusión en las negociaciones, pero con el tiempo lo aceptó 
en el proceso. Fue acusado en septiembre del 2002 en 
Estados Unidos por tráfico de drogas. 
 
 
Guillermo Pérez Alzate 
Alias “Pablo Sevillano” 
 
Supervisaba un bloque de las AUC en el sur de Colombia. En 
febrero del 2004, las autoridades estadounidenses lo 
calificaron como traficante. En diciembre del 2002 fue 
acusado en una corte estadounidense por narcotráfico. 
 
 
Martín Peñaranda 
Alias “El burro” 
 
 
Perteneció al llamado bloque "Frente Resistencia Tayrona" y 
trabajó junto a Giraldo. En marzo del 2005 le formularon 
acusaciones de tráfico de drogas en Estados Unidos. 
 
 
Edwin Mauricio Gómez 
Alias “EL repetido” 
 
Trabajó con el recientemente capturado traficante Miguel 
Angel Mejía Múnera. También un traficante "purasangre" 
quien pagó millones por una banda paramilitar y sumarse al 
proceso con el gobierno. Fue acusado en marzo del 2005 en 
una corte del distrito de Columbia por tráfico de drogas. 
 
Diego Alberto Ruíz Arroyave 
Alias “El primo” 
 
Hermano del extinto mafioso Miguel Angel Arroyave. Acusado 
en octubre del 2004 en el distrito sur de Texas por tráfico de 
drogas. 
 
 
Manuel Enrique Torregosa 
Alias “Chan” 
 
Fué uno de los primeros paramilitares en ser excluido por las 
autoridades del proceso de paz con el gobierno, quien le 
acusó de seguir operando tras las rejas. Acusado en mayo 
del 2007 en el distrito de Florida por tráfico de drogas. 
 
 
Eduardo Enrique Vengoechea 
 
 
Bengoechea está acusado de supervisar embarques de 
cocaína en la costa caribeña. Acusado en el distrito de 
Columbia en marzo del 2005 por narcotráfico. 
 
  
Nodier Giraldo 
 
Giraldo se encargaba de las finanzas del grupo de 
paramilitares de Hernán Giraldo y fue acusado en marzo del 
2005 en el distrito de Columbia por tráfico de drogas. 
Fuente: Diario El Tiempo 
1.4. Ruptura del equilibrio entre justicia y paz: hacia el sometimiento 
judicial 
 
El marco jurídico que viabilizaría y garantizaría la desmovilización voluntaria de los 
miembros de las AUC debía contener incentivos suficientes y claros para 
convencer a sus miembros que no serían sometidos a la justicia, que no serían 
extraditados y que podrían continuar desde la civilidad las actividades políticas 
que desde la opción armada habían desarrollado durante más de dos décadas. A 
cambio, y debido fundamentalmente a las presiones justificadas y legítimas de la 
comunidad internacional, el ministerio público (Procuraduría General de la Nación 
y Defensoría del Pueblo) y de las organizaciones de víctimas, deberían someterse 
a una pena alternativa que podrían conmutar con el período de concentración y 
ubicación temporal y que pagarían en colonias agrícolas o en establecimientos 
adecuados para la reintegración. Deberían entregar recursos suficientes para la 
reparación de las víctimas en el marco de los procesos judiciales y garantizar 
niveles importantes de verdad sobre los hechos cometidos durante y con ocasión 
a la pertenencia al grupo. 
Como se observó, en 2006 la Corte Constitucional mediante sentencia C-370/06, 
puntualizó los contenidos y el alcance del marco jurídico aprobado en función de 
los derechos de las víctimas. Los principales comandantes de las AUC, quienes 
fueran los líderes políticos del paramilitarismo y miembros del Estado Mayor 
Negociador, fueron extraditados. Se reversó también, por competencia de la Corte 
Suprema de Justicia, la implementación de la Ley 782 de 2002 para más de 19 mil 
desmovilizados. 
La inseguridad jurídica percibida por los excomandantes luego del fallo de la Corte 
Constitucional, aunado al hecho de su traslado final a la Cárcel de Máxima 
Seguridad de Itagüí y su posterior extradición, configuraron un escenario de alta 
incertidumbre que conllevó a que mandos medios no desmovilizados continuaran 
en la ilegalidad y que otros que habiendo hecho parte del proceso terminaran 
renunciando a la opción de la reintegración o prefiriendo la justicia ordinaria en 
lugar del procedimiento especial de Justicia y Paz. 
Por ejemplo, los Mellizos Mejía Múnera y Ever Veloza, alias HH, junto con Vicente 
Castaño, se apartaron del proceso de negociación cuando el Presidente de la 
República ordenó conducir a los excomandantes desde Santafé de Ralito hacia 
una sede de Prosocial en el municipio de La Ceja (Antioquia) en agosto de 2006.  
El equilibrio entre justicia y paz, que suponía el cumplimiento de los acuerdos 
entre el Gobierno y los excomandantes dentro de un marco jurídico legítimamente 
definido por las partes, que permitiera avanzar en el reconocimiento de los 
derechos de las víctimas pero sin afectar negativamente las pretensiones políticas 
de los líderes de las AUC frente a la negociación, terminó trasladándose al 
escenario de la justicia posiblemente debido a la intención del Gobierno de 
demostrar su decisión de confrontar con fuerza la persistencia del paramilitarismo 
sin contemplar la posibilidad de que los positivos resultados conseguidos con la 
desmovilización de más de 30 mil combatientes se perturbaran.  
Luego de la reclusión de los excomandantes en Itagüí se disiparon en alguna 
medida las sombras existentes sobre la transparencia de las negociaciones y los 
acuerdos pactados, pero se generaron tensiones entre las partes por romperse los 
canales de interlocución y por tomar fuerza entre muchos desmovilizados la idea 
de que en adelante todas las vicisitudes del proceso se resolverían en un estrado 
judicial. Si bien el proceso ganó credibilidad ante las víctimas y la comunidad 
internacional, en su interior comenzó a quebrantarse la confianza y se hicieron 
inciertas las esperanzas de cumplimiento de lo pactado por parte del Gobierno. 
Entre tanto el Gobierno, representado en las negociaciones por el Alto 
Comisionado para la Paz, se concentró en el proceso exploratorio para una 
eventual negociación con el Ejército de Liberación Nacional, ELN, y el debate 
público se orientó hacia el destape de la “parapolítica”. Los altos funcionarios del 
Gobierno, los medios de comunicación y sectores de la sociedad civil volcaron su 
mirada hacia un complejo escenario del proceso que no tenía ya que ver con la 
negociación política y los acuerdos pactados y se acentuaron los riesgos de que 
por su disolución se perdiera la oportunidad histórica de desmontar definitivamente 
la mayor fuerza paramilitar por la vía política. Las “bandas criminales emergentes”, 
concebidas por el Gobierno como grupúsculos criminales surgidos por la presión 
de los recursos de las economías ilegales, debían combatirse con toda la fuerza 
de las instituciones armadas del Estado. Sin embargo, ese fenómeno cobró tal 
fuerza, que actualmente importantes centros de investigación hablan ya de 
“Neoparamilitarismo” (CNAI, 2009; Cerac, 2009; FIP, 2010). 
Cuando el Gobierno nacional aprobó la suspensión temporal de las órdenes de 
extradición que pesaban sobre algunos de los comandantes de las AUC como 
Salvatore Mancuso, Diego Fernando Murillo Bejarano, entre otros, y suspendió las 
órdenes de captura vigentes para que actuaran en calidad de miembros 
representantes durante el proceso, les brindó a los comandantes garantías para 
liderar en sus regiones los procesos de desmovilización y reintegración de los 
bloques y frentes bajo su mando e iniciar la transición hacia el ejercicio político 
desde la legalidad.  
Por ejemplo, los comandantes desmovilizados del Bloque Central Bolívar 
constituyeron la cooperativa denominada Buscando Caminos Buenos, la cual se 
encargaría de desarrollar proyectos productivos en las regiones donde sus 
estructuras tuvieron influencia. También desmovilizados del Bloque Cacique 
Nutibara y Héroes de Granda abrieron en Medellín la Corporación Democracia, 
que se encargaría de labores políticas en las comunas de la ciudad en las que 
otrora actuaron militarmente, incluso promoviendo candidatos a cargos de elección 
popular y desarrollando proyectos productivos. Desde Santafé de Ralito (Córdoba) 
los excomandantes convocaron a foros, debates y discusiones sobre los 
escenarios de la reinserción, a diversos sectores de la sociedad, en una clara 
muestra de su intención de fortalecerse políticamente y actuar decididos en los 
espacios formales de la democracia. Obviamente, sin renunciar del todo a ciertas 
prácticas ilegales que continuaban siendo atractivas y eficaces. 
Por decisión gubernamental, los excomandantes perdieron su condición de 
miembros representantes y la interlocución política con el Gobierno, la sociedad y 
el Estado se trasladó al escenario jurídico de la aplicación de la ley de Justicia y 
Paz. Su presencia en las regiones y en los procesos de reinserción se paralizó, en 
tanto que la presión de sectores de narcotraficantes y de otras expresiones 
criminales iniciaron un proceso agudo de reclutamiento de desmovilizados, y los 
mandos medios decidieron, aprovechando los recursos de las economías ilícitas 
regionales, constituir nuevamente sus grupos armados. La incertidumbre jurídica y 
política y la presión acuciosa del narcotráfico terminaron configurando una razón 
de peso para que desmovilizados, no desmovilizados y mandos medios decidieran 
continuar en la “seguridad” de sus ejércitos privados. 
Contribuyó a esto la decisión pública del Gobierno de Estados Unidos que, a 
través de su Embajador en Colombia, William Woods, reiteró su interés en hacer 
efectivas las órdenes de extradición, especialmente la de Diego Fernando Murillo 
Bejarano, alias “Don Berna”. Dos de los puntos centrales de la negociación, si no 
los más importantes, extradición y marco jurídico para la reinserción, se diluyeron 
para los excomandantes. Ante la evidencia de que el proceso se tramitaría 
judicialmente y que, no obstante los acuerdos, seguía latente el riesgo de la 
extradición, nuevamente tomó fuerza la idea de que era posible negociar 
directamente con los Estados Unidos. Afuera, los mandos medios y otros 
comandantes disidentes perdían el interés en las posibilidades del proceso y se 
fortalecían sus intenciones de continuar delinquiendo. Los incentivos políticos y 
jurídicos ofrecidos por el Estado no lograron contrarrestar los incentivos 
económicos y de poder regional que ofrece el narcotráfico. Sentenciaba Iván 
Roberto Duque, alias Ernesto Báez, que “solo quien enfrenta en armas al Estado, 
tiene la generosidad del Estado”, expresando su frustración de no poder conseguir 
los objetivos políticos de las AUC por la vía de la negociación política.46 
El incumplimiento del cese de hostilidades, pactado en el Acuerdo de Santafé de 
Ralito, permite observar algunas dinámicas relacionadas con la negociación y que 
también pueden ser elementos explicativos del rearme. En primer término, que las 
negociaciones fueron parciales y solo incluyeron a las estructuras que decidieron 
conformar la confederación de las AUC. Otros grupos paramilitares, como los del 
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Itagüí. 
occidente de Boyacá, de los Llanos orientales y la región Caribe, no entraron en el 
proceso. Es evidente la diversidad en el origen, composición y naturaleza de los 
grupos paramilitares, los cuales antes, durante y después de las negociaciones 
fueron estructuras fragmentadas política y regionalmente debido a los diversos 
intereses existentes en relación con la política, el narcotráfico y los alcances 
mismos de la negociación y la aplicación de la Ley de Justicia y Paz. Por esta 
razón no se desmovilizó el bloque Cacique Pipintá, fueron disidentes Vicente 
Castaño, “Cuchillo”  y los “Mellizos” Mejía Múnera y se marginaron del proceso 
grupos que actuaban en la Guajira y los Llanos orientales. 
Segundo, que al ser inviable la concentración de la totalidad de las tropas y al 
definirse la gradualidad de las desmovilizaciones, era difícil que las estructuras 
suspendieran sus acciones criminales y contrainsurgentes, pues la fragilidad de la 
unidad de mando de las AUC no logró nunca imponerse a las autonomías 
regionales de los mandos medios en muchas regiones. Finalmente, que la 
desmovilización de las AUC en un escenario de escalamiento de las acciones de 
las guerrillas no permitía un escenario de cesación del fuego. 
Una desmovilización parcial, sumada a las disidencias de miembros de las AUC 
como el Bloque Cacique Pipintá y las Autodefensas Unidas del Casanare debido a 
divisiones internas, y a las dinámica de organización armada de carteles de la 
droga como en su momento lo pretendiera el del Norte del Valle y ahora Los 
Paisas, Las Águilas Negras, Los Rastrojos y el ERPAC, permiten afirmar que se 
logró avanzar en la desmovilización y desmonte de las estructuras militares de las 
AUC, pero no en el desmonte del paramilitarismo como fenómeno armado 
profundamente relacionado con el narcotráfico, fragmentario en sus intereses y 
mandos y profundamente enquistado en la política y la economía locales. 
En este escenario, el Gobierno no logró recuperar el monopolio del uso legítimo de 
la fuerza en las regiones en las que se desmovilizaron los bloques y frentes de las 
AUC ni articuló en la negociación medidas de coerción o persuasión orientadas a 
la vinculación en el proceso de los grupos disidentes de las AUC y otras fuerzas 
paramilitares. Por ejemplo en el Chocó, en el municipio de Ungía, luego de la 
desmovilización del tercer frente del bloque Elmer Cárdenas, comandado por 
Fredy Rendón, alias El Alemán, entró un contingente militar de aproximadamente 
dos mil hombres que solo estuvo dos meses en la región y luego se retiró dejando 
el territorio sin presencia de fuerza pública, debido a “insuficientes recursos”.47  
Al final, los grupos emergentes y del narcotráfico, con composición compleja y 
diversa, terminaron apropiándose de buena parte de los territorios dejados por las 
AUC desmovilizadas y que no lograron ser del todo rescatados por el Estado. No 
obstante la desmovilización y el desarme de bloques y frentes de las AUC en todo 
el territorio nacional, el desarme de 31 mil combatientes y sus consabidos efectos 
en la reducción de las tasas de homicidio y el mejoramiento de la seguridad, 
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permanecieron grupos con capacidad militar y recursos suficientes para continuar 
siendo un factor de desestabilización y de persistencia del paramilitarismo o por lo 
menos de sus más representativas y eficaces prácticas. 
De otro lado, observar la estructura y organización militar de las AUC, introduce 
elementos de gran complejidad que pueden considerarse como dificultades 
explícitas para lograr una desmovilización total de sus miembros. Según los 
excomandantes desmovilizados, las AUC, como organización federada, estaba 
constituida por bloques y frentes que tenían autonomía regional en términos 
políticos, militares y financieros. Cada frente estaba conformado por escuadras, 
las cuales podrían tener hasta seis comandantes, lo que sugiere la existencia de 
por lo menos mil mandos medios con capacidad organizativa y de convocatoria, y 
conocimiento de las regiones y el funcionamiento de las economías ilícitas.48 
El proceso de desmovilización logró el desmonte de 39 estructuras referenciadas 
por los comandantes nacionales de las AUC y por los listados que entregaron a la 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz en los que se relacionó de manera 
general la totalidad de sus miembros. Pero no se logró referenciar la totalidad de 
los mandos medios ni desactivar su capacidad militar, entre otras cosas, porque la 
desmovilización operó como un censo de combatientes y eventos colectivos de 
dejación de armas y no de concentración y reducción de los excombatientes a la 
institucionalidad civil. Luego de los eventos de desmovilización colectiva, la 
totalidad de personas desmovilizadas quedó en libertad y su relación con las 
instituciones se operativizó a través de los CRO (Centros de Referencia y 
Oportunidad) del Programa de Reinserción a la Vida Civil y de la aplicación de la 
Ley de Justicia y Paz para quienes cometieron delitos graves, siempre y cuando 
tuvieran la voluntad de ratificarse ante autoridad judicial competente. 
La desmovilización, en sentido estricto, desarticuló las estructuras militares de las 
AUC mediante un procedimiento interinstitucional de individualización de sus 
miembros, de carácter no penal y de mecanismos de dejación de armas verificado 
por la MAPP/OEA y el GIAT (Grupo Interinstitucional Antiterrorista). Los 
excombatientes permanecieron en las regiones en las que se desmovilizaron o en 
las que por voluntad personal definieran como destino. Grupos paramilitares que 
no entraron en la negociación no fueron desmovilizados.  
En general, varios elementos pueden considerarse para explicar por qué podrían 
persistir y surgir fenómenos relacionados con el paramilitarismo. No solo la presión 
del narcotráfico es causa suficiente para determinar su existencia, aunque pueda 
ser finalmente la principal fuente de recursos para garantizarla. La ruptura del 
equilibrio entre justicia y paz y la limitada complementariedad entre los acuerdos 
pactados y la implementación del proceso de desmovilización y reintegración, 
permitieron el surgimiento de incentivos para el rearme y desestímulos para la 
desmovilización y la reinserción. Pero son situaciones que con decisión política y 
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ante todo, por la vía política, podrían enderezarse y avanzar en la recuperación del 
proceso. 
La fase de negociación y desmovilización ha sido, con todas sus limitaciones, 
relativamente exitosa. La desmovilización de alrededor de más de 50 mil personas 
en los últimos años, el mejoramiento de las condiciones de seguridad y la 
reducción significativa de los índices de violencia en todo el país son avances 
significativos más no definitivos de la transición de la guerra a la paz en Colombia. 
La aparición de fenómenos de violencia post-desmovilización, considerados como 
“rearme”, “neoparamilitarismo”o “bandas criminales emergentes” y la persistencia 
de acciones de otros grupos no desmovilizados, también indican la complejidad 
que comporta este tipo de procesos y la necesidad de verlos siempre claramente 
en sus proporciones e implicaciones globales. 
Sin embargo, la ruptura del equilibrio entre justicia y paz, el cuál privilegia ahora 
solamente mecanismos jurídicos para solucionar las tensiones, puede constituir un 
riesgo de proporciones mayúsculas, pues la transición quedaría reducida a 
términos procesales, muchos de ellos contradictorios, mecánicos y con referentes 
técnicos más que políticos. No es realista pensar que la superación de la violencia 
y la construcción de la paz, y la garantía de los derechos de las víctimas, puedan 
resolverse exclusivamente mediante fallos judiciales. 
La extradición de los excomandantes de las AUC no supone la superación del 
paramilitarismo o el narcotráfico, el procesamiento judicial de 22 mil 
desmovilizados no garantiza más verdad y justicia que si se juzgara solamente a 
los excomandantes, por el contrario, podría esa amplitud de la población sujeta a 
los procesos judiciales hacer colapsar el sistema judicial. Si con 4 mil postulados 
no hay fallos judiciales, cuánto podría tardarse entonces el sistema para fallar 
sobre 22 mil? 
 
 
 
CAPÍTULO II 
 
2. EL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ Y LA JUSTICIA TRANSICIONAL EN 
COLOMBIA 
 
Se intentó mostrar hasta este punto cómo el proceso entre el Gobierno nacional y 
las AUC, que se basó un esquema de paz relativamente típico, constituido por un 
proceso de diálogo y negociación con el Estado Mayor Negociador de esa 
agrupación armada y complementado por la implementación de un procedimiento 
normal de desarme, desmovilización y reintegración (DDR) para el licenciamiento 
de tropa, transitó luego hacia un escenario de sometimiento a la justicia. Sin lugar 
a dudas, todas las dimensiones del proceso están determinadas hoy por el avance 
en la implementación de procedimientos judiciales, lo que puede señalarse como 
la radicalización de las opciones judiciales en un evidente desbalance frente a las 
alternativas políticas de paz. Es decir, que el equilibrio buscado animosamente 
entre justicia y paz, finalmente se quebró inclinándose a favor de la justicia, pero 
con costos invaluables para las expectativas de paz. 
El único proceso que mantiene relativa autonomía frente a las dinámicas judiciales 
es el de reintegración social y económica de los desmovilizados, implementado 
por la Alta Consejería para la Reintegración (ACR), el cual mantiene una oferta 
institucional para algo más de 30 mil desmovilizados que se encuentran inscritos 
en diferentes programas, orientados a la atención psicosocial, la formación para el 
trabajo y la empleabilidad y la ejecución de planes de negocios. Sin embargo, un 
número indeterminado de desmovilizados inscritos en los programas de la ACR 
aún no han solucionado su situación jurídica, por encontrarse dentro de los “19 
mil”  que tendrían que pasar eventualmente por el filtro del “principio de 
oportunidad”. 
Como se señaló antes, tanto el Gobierno nacional como las instituciones 
colombianas y las organizaciones de derechos humanos y de víctimas, asumieron 
la dinámica judicial como la más apropiada para aplicar al proceso con las AUC. El 
Gobierno optó por la extradición de los ex comandantes, el sistema judicial 
Colombiano optó por un megaproceso judicial contra los postulados a la Ley 975 
de 2005 en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, el proceso de la 
“parapolítica” está dirigido por la Corte Suprema de Justicia, la situación jurídica de 
alrededor de 19 mil desmovilizados depende de la aprobación o no del principio de 
oportunidad, el narcotráfico sigue determinado por la captura, la judicialización y 
extradición de sus “capos” y la reparación integral de las víctimas está 
subordinada también a los fallos de los jueces de Justicia y Paz. 
El proceso judicial definido por la Ley 975 de 2005 y otras dinámicas paralelas y 
relacionadas, subordinan y someten la totalidad de los objetivos de la justicia 
transicional en Colombia al avance de la justicia penal. Es decir, que el equilibrio 
entre Justicia y Paz, ecuación fundamental de cualquier proceso de transición 
tendiente a la superación de una dictadura y la consolidación de la democracia o 
de superación de la violencia y la construcción de la paz, queda subordinada en 
Colombia a los resultados de los procedimientos de sometimiento a la justicia. 
Emerge una pregunta sustantiva: ¿privilegiar las dinámicas judiciales constituye 
una garantía para avanzar cualitativamente hacia la transición en Colombia? Es 
más: ¿la radicalización de las opciones judiciales, por encima de las políticas, 
apunta con certeza a la superación del paramilitarismo, del narcotráfico y de la 
criminalidad organizada? ¿Es un modelo aplicable a los grupos guerrilleros? 
Se observará a continuación cómo las diversas fases del proceso tendieron a caer 
en ese escenario de “determinismo judicial”. Los principales resultados del 
proceso con las AUC no se leen actualmente en clave de un proceso de paz o de 
DDR, sino de una dinámica de sometimiento a la justicia. Para ello nos 
apoyaremos fundamentalmente en la caracterización y tipología construidas por 
Rodrigo Uprimny y María Paula Saffón para analizar el proceso de transición en 
Colombia (Uprimny y Saffón, 2006). 
Antes de eso, se hará referencia a los principales elementos conceptuales sobre 
justicia transicional, procesos de paz y esquemas de DDR, y mecanismos de 
sometimiento a la justicia, aplicándolos a las fases del proceso con las AUC, 
tratando de articular su tránsito al escenario judicial. Se analizarán también las 
instancias y mecanismos definidos para la implementación de la Ley 975 de 2005, 
las cuales configuran una estructura compleja e interinstitucional ligada 
fundamentalmente al sistema judicial colombiano. Incluso las instituciones 
constituidas por el Gobierno nacional para llevar a cabo el proceso de DDR de las 
AUC actuaron como filtro para orientar a los desmovilizados hacia un proceso 
judicial más que hacia una dinámica de paz. Sostendremos que el Gobierno, las 
instituciones públicas, la comunidad internacional y las víctimas, han quedado 
atrapadas en mecanismos estrictamente judiciales como herramientas de 
conducción de la política de paz y para el tratamiento de las complejidades del 
proceso con las AUC. 
Igualmente, se señalará la forma como paradójicamente se ha exaltado la 
viabilidad del “proceso de paz” con las AUC en función de los resultados y 
dinámicas jurídico-procesales y punitivas, mientras que en la práctica las 
posibilidades de tener un camino más o menos claro hacia la construcción política 
de la paz se diluyen en una marcada inercia institucional por lo judicial y la 
exacerbación de la violencia. No quiere decir esto que los resultados alcanzados 
sean desdeñables o negativos, lo importante es ver que estos están alimentando 
una dinámica judicial que no tiende, por lo menos en el mediano plazo, a ofrecer 
alternativas reales de solución a los problemas planteados para el necesario 
equilibrio entre justicia y paz. 
 
 
2.1. Justicia transicional, procesos de paz y DDR y mecanismos de 
sometimiento a la justicia 
 
En Colombia, aunque existe una tradición importantísima de procesos de paz49, es 
novedosa la terminología referida a procesos transicionales o de justicia 
transicional y a esquemas de desarme, desmovilización y reintegración, conocidos 
internacionalmente por la sigla DDR. En términos de sometimiento a la justicia, la 
experiencia quizás más conocida fue la que se vivió durante la época del 
narcoterrorismo de Pablo Escobar, a principios de la década del 90, en la que se 
ofrecieron garantías judiciales para el tratamiento de los narcotraficantes que se 
entregaran a la justicia, principalmente suspendiendo las órdenes de extradición y 
buscando alternativas penales para ser juzgados por el sistema judicial 
colombiano.50 
 
En general, los procesos de transición, los procesos de paz y los esquemas de 
DDR configuran herramientas complejas, autónomas o combinadas, 
implementadas en un momento dado para superar escenarios de confrontación 
armada o dictaduras y conseguir la paz o la democracia. Cada experiencia, cada 
país, determina cuál de esas dinámicas se ajusta más a sus realidades 
específicas y resulta más adecuada para resolver sus conflictos.51 Los 
mecanismos de sometimiento a la justicia, por su parte, obedecen más a la 
necesidad de ofrecer beneficios judiciales a la criminalidad organizada debido a su 
capacidad de desestabilización. No se aplican, en esencia, a actores con carácter 
político sino a organizaciones criminales o personas, que dada su capacidad para 
ejercer violencia, es imposible reducirlas por las vías coactivas definidas por el 
Estado o los gobiernos y sobre las cuales tampoco aplicarían procesos de paz 
(Melo, 1998). 
 
En concreto, el sometimiento a la justicia hace parte de la política criminal 
establecida por el Estado, lo que implica, entre otras cosas, la negación del 
                                                            
49 Arias, Gerson Iván, Una mirada atrás: procesos de paz y dispositivos de negociación del 
gobierno colombiano, Working Papers 4, Fundación Ideas para la Paz, Bogotá, 2008; Medina, 
Medófilo y Sánchez, Efraín, Tiempos de Paz. Acuerdos en Colombia, 1902-1994, Alcaldía Mayor 
de Bogotá, Bogotá, 2003. 
50 Melo, Jorge Orlando, Narcotráfico y democracia: la experiencia colombiana, Latin American and 
the Multinational Drug Trade (London, University College, 1998). Presenta una interesante 
cronología y análisis de las iniciativas de sometimiento a la justicia. 
51 Operational Guide to the Integrated Disarmament, Demobilization and Reintegration Standards, 
United Nations Interagency Working Group On Disarmament, Demobilization and Reintegration, 
2002; PNUD, “Disarmament, Demobilization, and Reintegration of Ex-Combatants in a 
Peacekeeping Environment: Principles and Guidelines”, prepared by the Department of 
Peacekeeping Operations Lesson Learned Unit, New York, United Nations, 2000; Escola de 
Cultura de Pau, Los principios de la Justicia Transicional, en Justicia Transicional No. 2, Barcelona, 
diciembre de 2007. 
 
 
estatus político del beneficiario. Resulta interesante que en el contexto del proceso 
colombiano, cuya tradición en procesos de paz es amplísima, actualmente se 
privilegien, aunque casi de manera inconsciente, las medidas de sometimiento 
judicial penal. 
 
Teóricamente, la justicia transicional es concebida como el conjunto de estrategias 
implementadas para “llevar a cabo una transformación radical del orden social y 
político de un país, bien para reemplazar un estado de guerra civil por un orden 
social pacífico, bien para pasar de una dictadura a un orden político democrático. 
Especialmente cuando se trata de transiciones negociadas, cuyo objetivo es dejar 
atrás un conflicto armado y reconstruir el tejido social, dicha transformación implica 
la difícil tarea de lograr un equilibrio entre las exigencias de justicia y paz, es decir, 
entre las exigencias y los derechos de las víctimas del conflicto y las condiciones 
impuestas por los actores armados para desmovilizarse” (Uprimny y Saffón, 2006, 
p. 20). 
 
Los mecanismos mayormente implementados en los procesos de justicia 
transicional son las Comisiones de la Verdad, algunos mecanismos 
administrativos para la reparación de las víctimas, la justicia ejemplarizante -
aplicada a los principales responsables por delitos contra la humanidad o 
crímenes de guerra-, y en algunos casos las transformaciones en la estructura 
institucional del los Estados y las reformas políticas, tendientes a su 
democratización. 
 
Por su parte, el núcleo de los procesos de paz ha sido la dinámica de negociación 
y la construcción o definición de acuerdos políticos entre las partes enfrentadas 
(gobiernos, elites militares y/o políticas). El énfasis de los procesos de negociación 
y de construcción de acuerdos de paz está en los actores de poder y sus 
interacciones. Aunque sectores sociales puedan ejercer una fuerte presión sobre 
los procesos, la identificación de sus prácticas específicas o las implicaciones de 
las decisiones que afectan sus intereses, no aparecen de manera específica en el 
escenario de las demandas públicas. 
 
Las limitaciones de las negociaciones y acuerdos de paz se expresan en función 
de su naturaleza, la que principalmente responde a procesos de diálogo entre 
facciones de poder enfrentadas. Aunque el contenido de los acuerdos tenga alto 
impacto en la sociedad, esta no suele participar directamente en su construcción. 
De alguna manera son procesos definidos desde arriba con efectos en la base y la 
articulación social se da mediante la institución de mecanismos formales de 
participación democrática a nivel nacional (elecciones, referendos, consultas, etc.).  
El posconflicto resulta después de la superación de la violencia luego de acuerdos 
entre las partes enfrentadas y puede motivar transformaciones en el régimen 
político o en la estructura económica.52 
Típicamente, los procesos de desarme, desmovilización y reintegración, DDR, han 
sido considerados como operaciones técnicas de misiones de mantenimiento de 
paz, que apuntan al licenciamiento de tropas, legales o irregulares, en la 
perspectiva de recuperar la seguridad y la estabilidad a corto plazo, en el marco 
de un proceso de largo aliento que pretende la creación de condiciones para el 
posconflicto y la construcción de la paz. En general, los procesos de DDR articulan 
un conjunto de mecanismos y recursos orientados principalmente a los 
excombatientes, con el objetivo de crear condiciones idóneas para su 
reintegración a la vida civil. 
 
Los beneficiarios básicos y directos de estos procesos han sido los 
desmovilizados, aunque recientemente empiezan a ser considerados como 
procesos complejos, con dimensiones políticas, militares, de seguridad, 
humanitarias y socioeconómicas, y con impactos concretos y profundos en las 
comunidades receptoras, que van más allá de los componentes de los esquemas 
tradicionales de oferta formal a los excombatientes.53 
 
Al ser procesos centrados en la relación oferta institucional para la reintegración y 
desmovilizados como beneficiarios, los temas relativos a la participación de las 
comunidades, especialmente de las víctimas, aparecen marginalmente, entre otros 
factores, debido a las condiciones precarias de los países en los que se 
desarrollan este tipo de procesos. Es habitual que los contextos para el DDR se 
caractericen por un débil o colapsado diseño institucional, con escasos recursos y 
con una débil sociedad civil y un precario sector industrial.54 
 
En la mayoría de los casos, los procesos de DDR han sido asumidos por misiones 
internacionales, principalmente del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo, PNUD, o del Banco Mundial, las que dirigen la implementación de esos 
procesos, tendiendo fundamentalmente a buscar el entendimiento inicial entre las 
partes en conflicto, para llegar a acuerdos de cese de hostilidades, de 
desmovilización de efectivos militares y de reintegración de los excombatientes.55 
                                                            
52 Anuarios de procesos de paz, Escola de Cultura de Pau, Barcelona, 2007 y 2008. 
53 Ver Operational Guide to the Integrated Disarmament, Demobilization and Reintegration 
Standards, United Nations Interagency Working Group On Disarmament, Demobilization and 
Reintegration, 2002. Y Desarme, Desmovilización y Reintegración, Guía teórica y práctica, GTZ, 
2006 
54 Ibid.  
55 Existen en la actualidad misiones de Naciones Unidas en los siguientes países con procesos de 
DDR: Burundi, República Centroafricana, Chad, Congo, Rwanda, Uganda, Costa de Marfil, Eritrea, 
Afganistán, Liberia, Nepal, Sudan, Somalia. DDR 2008, Escola de Cultura de Pau, 
http://www.escolapau.org/img/programas/desarme/ddr005.pdf, 2008.  
La preocupación de las misiones, entonces, se ha concentrado en la definición de 
un mínimo institucional (gobierno legítimo, elecciones, recursos, etc.), en el 
ofrecimiento de recursos para el licenciamiento de tropas (reforma al sector 
seguridad, desmovilización y reintegración), y la búsqueda de garantes, 
mediadores y facilitadores que blinden financiera y políticamente el proceso. En 
general, quienes participan directamente en los procesos de DDR son aquellos 
actores que pueden jugar un papel determinante en la definición de reglas de 
juego y la construcción de confianza entre las partes antes y durante la fase 
operativa del DDR.56 No son procesos incluyentes, de carácter amplio. Son en 
general procesos limitados institucional y financieramente, con un plazo corto de 
implementación. 
 
El proceso con las AUC ha combinado elementos de los procesos de paz, de los 
esquemas de DDR y de sometimiento a la justicia, como mecanismos que en 
conjunto construyen la estrategia nacional de transición. Sin embargo, se 
considera que el desarrollo de cada uno de sus componentes no ha estado 
articulado a un objetivo específico de transición y que más bien responden a 
inercias institucionales que, pese a los importantes y positivos resultados, han 
desorientado el curso del proceso en función de las premuras judiciales, pero 
lesionando profundamente las posibilidades de construir un escenario de paz, de 
posconflicto, con reales escenarios de transición hacia la superación de la 
violencia. 
 
Cuadro 1 
Elementos de procesos de paz, DDR y transición en el proceso con las AUC 
 
 
Proceso de paz 
 
 
Proceso de DDR 
 
Proceso de transición 
 
Fase de diálogo y negociación 
 
Firma de acuerdos políticos: 
Acuerdo de Santafé de Ralito 
 
Condiciones para el DDR 
 
Marco jurídico para el DDR 
 
 
Implementación de la fase de 
DD: 31.671 desmovilizados 
 
Implementación de un proceso 
complejo de reintegración a la 
vida civil a cargo de la ACR 
 
Recuperación relativa del 
monopolio de la violencia en 
manos del Estado 
 
 
Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, 
CNRR 
 
Comisión de Memoria 
Histórica de la CNRR 
 
Apertura de instancias de 
Justicia y Paz en la PGN, la 
FGN y la Defensoría del 
Pueblo 
 
Programa Gubernamental de 
Reparación por Vía 
Administrativa 
                                                                                                                                                                                     
 
56 Ibid. 
 
Según Uprimny y Saffón, quienes han elaborado importantes análisis sobre el 
alcance de la justicia transicional en Colombia, pueden considerarse cuatro tipos 
de transición según las fórmulas adoptadas y otros cuatro según los procesos 
implementados. En el siguiente cuadro se sintetizan esas tipologías, las cuales 
encuadran las experiencias estudiadas y permiten construir un referente de 
análisis para el proceso con las AUC. 
 
Cuadro 2 
Tipos de transición según fórmulas adoptadas y procesos implementados 
 
 
Transición según fórmulas adoptadas 
 
Perdones amnésicos Amnistías generales sin verdad y sin reparación 
Facilita las negociaciones y la reconciliación 
Basada en el perdón y olvido 
 
Perdones compensadores Amnistías generales sin justicia 
Comisiones de la verdad y reparación a 
víctimas 
 
Perdones responsabilizantes Comisiones de la verdad 
Confesión total 
Reparación a las víctimas 
Perdones individuales condicionados 
Equilibrio entre justicia y paz 
Transición y reconciliación 
 
Transiciones punitivas Tribunales de justicia y castigos 
 
 
Transición según procesos implementados 
 
Justicia impuesta 
 
Castigo unilateral a infractores 
Autoamnistías 
 
Impunidad 
Perdones recíprocos Acuerdo de paz 
Reconciliación 
 
Transiciones democráticamente legitimadas Negociaciones de paz 
Discusiones sociales amplias 
Derechos de las víctimas 
 
Fuente: Uprimny yepes, Rodrigo, Saffó, María Paula, Botero, Catalina y Restrepo, Esteban, 
¿Justicia transicional sin transición? Reflexiones sobre verdad, justicia y reparación en Colombia, 
DeJusticia, 2006. 
 
 
El proceso con las AUC, según el modelo analítico propuesto por Uprimmy y 
Saffón, no adoptó fórmulas de perdón amnésico, pues no hubo amnistía general y 
ha considerado mecanismos para el esclarecimiento de la verdad histórica y 
judicial y la reparación de las víctimas. Tampoco es un proceso basado en 
perdones compensadores, pues además de la reparación y la verdad, establece 
penas alternativas de privación de la libertad para los responsables de delitos 
graves. No se basó en el modelo de transición punitiva, pues consideró en su 
momento un proceso de diálogo y negociación para concertar el marco jurídico 
para la desmovilización y reintegración y las condiciones para el desarme de las 
estructuras armadas. De alguna forma sí se basa en el tipo de perdones 
responsabilizantes, pues combina mecanismos de esclarecimiento judicial y de 
búsqueda de la verdad histórica, la confesión total de los hechos perpetrados por 
los desmovilizados postulados a la Ley de Justicia y Paz, lo que supone beneficios 
jurídicos individuales y condicionados a la voluntad de paz, y mecanismos 
judiciales y administrativos para la reparación de las víctimas. 
 
En cuanto a los procesos implementados, el proceso con las AUC no está 
determinado, en teoría, por la imposición de justicia ni ha resuelto la situación 
jurídica de los desmovilizados ni el tratamiento del paramilitarismo sobre la base 
del otorgamiento de amnistías. Tampoco obedece al tipo de perdones recíprocos, 
pues el componente de justicia está vigente. De alguna manera sí está concebido 
como un proceso tenso de transición democráticamente legitimada, pues 
consideró la negociación política y la participación de diversos sectores 
interesados o con competencia sobre diversos ámbitos del proceso, aunque 
restringida, ha tenido repercusiones en su curso. 
 
Sin embargo, la concepción general del proceso se ha visto afectada por 
decisiones que han desplazado su carácter y naturaleza eminentemente política 
inicialmente, hacia los escenarios de la transición punitiva y de la justicia impuesta. 
Puede ser que las decisiones en ese sentido hayan tenido justificación y puedan 
de alguna manera celebrarse, lo crítico es que finalmente esas decisiones no 
reorientan el proceso hacia una recuperación de su devenir en términos de la 
superación de la violencia y la construcción de la paz ni en función de la garantía 
de los derechos de las víctimas. Aparecen más como medias coactivas del 
Gobierno e instituciones judiciales ante el incumplimiento de los compromisos 
acordados o frente a situaciones no consideradas en el marco del proceso de paz 
y sin que exista otro mecanismo que el legal para procesarlas, como el caso de la 
“parapolítica”, o como mecanismos institucionales tendientes a mostrar resultados 
relacionados con la eficacia institucional y avances en materia de versiones libres 
realizadas, restos recuperados, víctimas registradas, etc. 
 
 
 
 
 
Cuadro 3 
Tránsito hacia el sometimiento judicial 
 
 
Concepción inicial: transición 
 
 
Escenario final: sometimiento judicial 
 
Perdones 
responsabilizantes 
 
 
Proceso judicial y 
pena alternativa por 
confesión total, 
entrega de bienes, no 
reincidencia y 
reparación a víctimas 
 
Instancias de 
esclarecimiento 
judicial e histórica 
 
 
Transiciones 
punitivas 
 
Extradición de 
excomandantes 
 
Megaproceso judicial 
de Justicia y Paz 
 
Limbo jurídico para 19 
mil desmovilizados 
 
Parapolítica 
 
Transiciones 
democráticamente 
legitimadas 
 
 
Proceso de 
negociación y DDR 
 
Dinámicas 
organizacionales de 
las víctimas 
 
Debate político público 
con relativa 
participación 
 
 
 
Justicia impuesta 
 
Castigo para los 
responsables 
 
Reparación por fallo 
judicial 
 
Determinación de 
todas las decisiones 
por la vía judicial 
 
 
Obviamente, existen numerosas dinámicas que aún mantienen algunas 
dimensiones del proceso con las AUC en los escenarios de las transiciones 
democráticamente legitimadas y de los perdones responsabilizantes, como el 
proceso de reintegración. Sin embargo, lo que nos interesa establecer es el rasgo 
que caracteriza la situación actual del proceso, el cual ha saltado cualitativamente 
al escenario judicial. Es decir, que en Colombia el desconocimiento o desatención 
de los principios de la justicia ejemplarizante y de las transiciones 
democráticamente legitimadas, derivó en inseguridad política y jurídica, justificada 
o no, para los desmovilizados, especialmente los mandos medios y los 
comandantes extraditados, y en consecuencia, en un cierre de las oportunidades 
para el ejercicio de los derechos de las víctimas.  
 
La ruptura del equilibrio justicia y paz no solamente se evidencia en la extradición 
de los ex comandantes de la AUC, el limbo jurídico de los 19 mil, la saturación del 
sistema judicial con el procesamiento de casi 4 mil postulados a la Ley de Justicia 
y Paz. También por la forma como han operado las instituciones con competencia 
en tal sentido, favoreciendo más las dinámicas judiciales.  
 
2.2. Algunas experiencias internacionales de justicia transicional 
 
Esbozados los argumentos anteriores es relevante relacionar, esquemáticamente, 
algunas experiencias internacionales de justicia transicional, para ejemplificar la 
pertinencia de la aplicabilidad del modelo de análisis planteado y tener algunas 
experiencias prácticas que sirvan como referente comparativo del proceso 
colombiano. El análisis breve de algunas experiencias internacionales resulta útil 
para observar que la justicia transicional, en la práctica, ha tenido resultados 
diversos, pues cada experiencia exige la implementación de modelos de transición 
acordes con su realidad. 
 
Hay que decir, en todo caso, que en la experiencia internacional no se ha 
implementado un modelo “perfecto”, un referente ejemplar a seguir. Han existido 
procesos en los que las autoamnistías y los perdones amnésicos han derivado en 
transiciones definitivas, aunque con reclamos de algunos sectores por las 
falencias en materia de verdad, justicia y reparación como el caso de España, en 
el cual la dictadura del General Francisco Franco (1939-1975), se superó con las 
sesión del poder del dictador en la autoridad real de Juan Carlos I.57 
 
En España, pese a los reclamos de sectores nacionales e internacionales por 
mecanismos de esclarecimiento histórico y judicial, e incluso en medio de la 
existencia de condenas internacionales al franquismo, ha primado la decisión de 
“pasar la página” y sustentar la reconciliación en la democratización de la 
sociedad. Puede decirse que ha sido un proceso exitoso, pues logró superar la 
dictadura, cesar la violencia oficial y sentar las bases para una sociedad 
democrática y próspera. Hasta el punto que el juez Baltasar Garzón fue 
suspendido por el Consejo General del Poder Judicial de España, por su intención 
de abrir procesos judiciales sobre delitos cometidos durante la dictadura de 
Franco, lo que según el tribunal iría en contra de la Ley de Amnistía definida en 
1977.58 
 
Al finalizar la Segunda Guerra Mundial se optó por una transición punitiva y de 
justicia impuesta de los vencedores, es decir los países aliados: EE.UU, la Unión 
Soviética, Inglaterra y Francia, contra los vencidos: Alemania y Japón. Se dispuso 
juzgar a los principales miembros políticos y militares del Tercer Reich, 
considerados autores materiales e intelectuales de la guerra y de la “Solución 
Final” contra el pueblo judío, para lo cual se constituyeron el Tribunal de 
                                                            
57 Sabín Rodríguez, José Manuel. La Dictadura Franquista: textos y documentos (1997). Madrid. 
Ediciones Akal. 
58 Condena ONU suspensión del Juez español Baltasar Garzón, martes 25 de mayo de 2010, 
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Nuremberg y el Tribunal Penal Militar Internacional para el Lejano Oriente o 
Tribunal de Tokio. 
 
En el Cono Sur (Argentina y Chile) y en Brasil, fueron superadas las dictaduras 
mediante la implementación de autoamnistías, perdones compensadores y 
perdones amnésicos, pues se basaron en pactos políticos entre la dirigencia 
militar y la clase política que planteaba la democratización. En Chile y Argentina se 
destaca la conformación de Comisiones de la Verdad que optaron por la 
reconstrucción de la verdad histórica de los crímenes de la dictadura, sin que en 
su momento se iniciaran juicios contra los responsables. Sin embargo, esas 
sociedades, al contrario de lo sucedido en España, han logrado avances en 
cuanto a la apertura de juicios contra la cúpula militar del general Videla 
(Argentina) y contra los responsables de las miles de desapariciones y torturas de 
la dictadura de Augusto Pinochet (Chile). Mientras que en España se quiere evitar 
trastocar los resultados conseguidos mediante la Ley de Amnistía de 1977, en 
Argentina se considera insuficiente e ilegítima la implementación de la Ley de 
Punto Final (1986) y Obediencia Debida (1987), y han prosperado procesos 
judiciales contra los líderes militares. 
 
En algunos países de Centroamérica (Nicaragua, Guatemala, El Salvador), que 
padecieron el impacto de conflictos armados durante los años 80 principalmente, 
se optó para la superación de la violencia por implementar procesos de paz 
típicos, basados en los perdones recíprocos, sucedidos por aperturas 
democráticas que incluían a los movimientos revolucionarios y guerrillas como 
partidos políticos legales y que han competido desde ese momento en elecciones 
periódicas. La ausencia de justicia se ha compensado con Comisiones de la 
Verdad. Sin embargo, esos procesos de aceptación general y los mecanismos 
específicos de transición como las comisiones de la verdad y las aperturas 
democráticas, no han sido suficientes para minar la debilidad de las instituciones 
políticas y el incremento de la violencia, sobretodo la delincuencia común y 
organizada. 
 
Sudáfrica puede ser, en cierto modo y con muchas críticas, un proceso que aporta 
elementos en materia de perdones responsabilizantes, en la medida que existieron 
audiencias públicas entre las comunidades víctimas y los victimarios para 
escuchar confesiones y solicitudes de perdón sobre miles de delitos cometidos 
durante el Apartheid, y transiciones democráticamente legitimadas, pues la 
participación de las víctimas y de las comunidades en los procesos de 
esclarecimiento de la verdad y de reconciliación ha sido decisiva. La Comisión de 
la Verdad y la Reconciliación dirigida por el reverendo Desmond Tutu, ha logrado 
instituir un proceso interesante que además de lograr la superación de la violencia 
ha sido reconocida nacional e internacionalmente como un proceso de transición 
relativamente complejo y completo. 
 
En todo caso, y como se mencionó anteriormente, cada experiencia y cada 
mecanismos de transición definido por cada sociedad para superar sus problemas 
de violencia puede no tener asidero en otros contextos. Lo interesante es poder 
ver la forma como esos aprendizajes internacionales pueden aportar para el 
proceso en Colombia, el cual es único por los protagonistas y por los mecanismos 
implementados para encausar la transición. 
 
2.3. Las instituciones de transición en Colombia 
 
En Colombia, especialmente en el contexto del proceso con las AUC y la 
implementación de la Ley 975 de 2005, se han creado instituciones o 
competencias institucionales tendientes a contribuir en el desarrollo del proceso de 
transición. Esas iniciativas han estado ligadas fundamentalmente al componente 
de justicia, más que a las condiciones imperativas de paz. La Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, por ejemplo, se concentró durante el proceso de diálogo 
y negociación, por presiones externas, a definir un marco jurídico legítimo que 
considerara no solamente las condiciones de las AUC para desmovilizarse, sino 
también los imperativos para el ejercicio de los derechos de las víctimas. Ese 
marco jurídico debía marcar una diferencia sustancial concibiendo mecanismos 
judiciales para procesar a los responsables por crímenes de guerra y de lesa 
humanidad. Las instancias de Justicia y Paz creadas en la Procuraduría general 
de la Nación, la Defensoría del Pueblo y la Fiscalía general de la Nación, orbitan 
alrededor de los procesos judiciales. 
Las instituciones señaladas, aunque con un mandato específico en función del 
proceso de justicia transicional, el cual debería mantener el equilibrio entre justicia 
y paz, han orientado sus competencias y esfuerzos al fortalecimiento de las 
dinámicas de justicia por varias razones. 
En primer lugar, las instancias gubernamentales definidas para iniciar y adelantar 
el proceso de diálogo y posterior desmovilización de las AUC, es decir la Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz y el Ministerio del Interior y de Justicia, 
terminaron actuando como filtro para la puesta en marcha o para evitar procesos 
judiciales. En general, los contenidos de los acuerdos entre el Gobierno y las AUC 
giraron, como se dijo antes, en torno a la definición de un marco jurídico específico 
para su desmovilización, más que sobre una agenda política y de paz de amplio 
impacto para la sociedad colombiana o por lo menos para las regiones de alto 
impacto del paramilitarismo. 
Así, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, con carácter permanente definido 
por el artículo 16 de la Ley 434 de 199859 y cuyas funciones son, entre otras: a) 
asesorar al Presidente en la estructuración y desarrollo de la política de paz y ser 
su vocero; b) verificar la voluntad de paz y de reinserción de los grupos armados 
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para formalizar los diálogos y celebrar acuerdos de paz; y c) establecer diálogos 
con sectores interesados en participar en temas o procesos de paz, tuvo un papel 
específico en el proceso con las AUC: establecer las condiciones para el desarme, 
la desmovilización y reintegración de los miembros de las AUC, especialmente 
participando activamente en la proposición y discusión del marco jurídico para la 
desmovilización. 
De otro lado, implementando el Circuito Jurídico interinstitucional para la 
desmovilización colectiva de las estructuras militares de las AUC. 
En la primera actividad, el Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, 
participó como vocero del Presidente de la República en las mesas de diálogo 
instituidas con el Estado Mayor Negociador en Tierralta (Córdoba), las cuales se 
concentraron en las discusiones sobre el marco jurídico y las condiciones para la 
desmovilización gradual de los bloques y frentes de las AUC. También tuvo la 
iniciativa legislativa, junto con el Ministro del Interior y de Justicia, Sabas Pretelt de 
la Vega, para ambientar e impulsar el debate legislativo sobre la “Alternatividad 
Penal”, que luego culminaría con la sanción de la Ley de Justicia y Paz. 
En concreto, el marco jurídico dispuesto para la desmovilización y desarme de los 
miembros de las AUC que optaran por la desmovilización colectiva tuvo, y aún 
tiene, dos referentes. El primero de ellos es el definido por la Ley 782 de 2002 y el 
decreto 128 de 2003, los cuales disponen procedimientos para la desmovilización 
de grupos armados ilegales que no hayan cometidos delitos graves en el marco 
del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, y que a la luz del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
sean imprescriptibles y no puedan ser objeto de amnistías o indultos, como los 
delitos de guerra, el genocidio y los crímenes de lesa humanidad. Este marco 
jurídico se aplica a quienes sólo hayan sido responsables de delitos políticos, 
concretados en el Código Penal bajo los tipos de rebelión, sedición y asonada, y 
concierto para delinquir (conformación de grupos ilegales) y delitos conexos. 
En estos casos se concederían los beneficios de cesación de procedimiento 
judicial, la resolución de preclusión de la instrucción o la resolución inhibitoria, a 
quienes confiesen y hayan sido o fueren denunciados o procesados por hechos 
constitutivos de delitos políticos o conexos (artículo 60). En general, la iniciativa 
legislativa gubernamental pretendió definir un marco jurídico que facilitara la 
desmovilización, desarme y reintegración de los miembros de las AUC, mediante 
el otorgamiento de amnistías e indultos, pues eran considerados como 
delincuentes políticos, por haber cometido el delito de sedición. Tal propuesta 
legislativa gubernamental estaba fuertemente inclinada a favorecer un proceso de 
paz sacrificando la demanda de las víctimas por justicia. 
El segundo, la Ley 975 de 2005, está en función de aquellos miembros de grupos 
armados ilegales, especialmente de los desmovilizados postulados de las AUC, 
que hubieren cometido delitos graves durante y con ocasión de su pertenencia al 
grupo armado ilegal y hayan demostrado su genuina voluntad de paz y 
reintegración a la vida civil. Para la implementación de este procedimiento judicial 
el desmovilizado debe cumplir ciertos requisitos para obtener una pena alternativa, 
anexa al fallo judicial del respectivo juez, consistentes en la confesión total y 
fidedigna de los delitos cometidos durante su pertenencia al grupo, la 
desmovilización total y definitiva, la reparación a las víctimas, la entrega de bienes, 
la petición de perdón y la voluntad de no reincidir. 
En función de lo segundo, se dispuso de la capacidad logística del Fondo de 
Programas Especiales para la Paz (Fondopaz) para implementar cada una de las 
desmovilizaciones colectivas sucedidas en distintas regiones del país, convocando 
a instituciones públicas y de cooperación internacional para realizar la 
individualización de los miembros de las AUC y coordinando su posterior 
disposición a las autoridades judiciales, en relación con la aplicación de la Ley 782 
de 2002 o la Ley 975 de 2005. Explicaremos gráfica y específicamente este 
procedimiento interinstitucional, que en esencia actuó como filtro para orientar a 
los desmovilizados a uno u otro procedimiento judicial dispuesto para garantizar su 
reintegración a la vida civil. 
Luego de concretada la desmovilización colectiva de uno o varios bloques de las 
AUC, principalmente mediante la definición por decreto de zonas temporales de 
ubicación y previa sensibilización de las autoridades públicas y de las 
comunidades en los territorios donde se realizaría la desmovilización, se 
desplegaba un Circuito Jurídico interinstitucional cuyo objetivo era la 
individualización del combatiente y su disposición a las autoridades judiciales o a 
programas de reintegración. 
 
Gráfico 1 
Circuito Jurídico para las Desmovilizaciones de las AUC 
 
 
 
 
El Circuito Jurídico operó de la siguiente manera: 
 
1) Oficina del Alto Comisionado para la Paz: solicitaba al desmovilizado firmar 
una “declaración de veracidad” de la información que posteriormente 
aportaría al proceso. También el desmovilizado diligenciaba una “solicitud 
de beneficios”, en la que el desmovilizado informaba de su disposición 
frente al proceso y para acogerse a los lineamientos jurídicos establecidos: 
Ley 782 o 975. 
 
2) Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación: con la 
Fiscalía se realizaban dos procedimientos. El primero de ellos la 
identificación plena mediante la toma de muestras de saliva para banco de 
ADN, registro decadactilar y revisión de antecedentes judiciales. El 
segundo, ante funcionario judicial, la versión libre en relación con 
información de modo, tiempo y lugar de pertenencia al grupo armado, y 
sobre conocimiento sobre delitos graves. En esta instancia se preguntaba al 
desmovilizado sobre si conocía de delitos o de denuncias por delitos graves 
como homicidios, desaparición forzada, secuestro, tortura, etc. Si el 
desmovilizado tenía abiertas investigaciones o reconocía la comisión de 
delitos graves (pocas veces sucedió), quedaba a disposición de autoridad 
judicial para ser procesado por la Ley 975 de 2005. 
 
3) Misión de Apoyo al Proceso de Paz (MAPP/OEA) y Sistema de Alerta 
Monitoreo y Evaluación (SAME) de OIM: se realizaba entrevista al 
desmovilizado sobre su origen y destino luego de la desmovilización. Se 
registraban sus señas particulares, así como nombre y teléfono de 
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contacto. Esa información individual alimentó una base de datos con toda la 
información de los desmovilizados, incluyendo nivel de escolaridad, 
capacidades laborales, etc. La MAPP/OEA hizo el registro por su 
competencia como verificador del proceso. El SAME como apoyo a la 
OACP. 
 
4) Departamento Administrativo de Seguridad (DAS): verificaba antecedentes 
judiciales y tramitaba certificados judiciales. 
 
5) Registraduría Nacional del Estado Civil (RNEC): tramitaba cédulas, 
verificaba y tramitaba registros civiles para los desmovilizados que no los 
tuvieran o que tuvieran dos identidades. 
 
6) Foto Japón: tomaba las fotografías necesarias para la cedulación y de más 
trámites para la identificación plena de los desmovilizados. 
 
 
 
La Unidad de Fiscalías para la Justicia y la Paz, tiene la competencia específica 
de investigar, procesar e imputar los delitos conocidos dentro del proceso judicial, 
y registrar a las víctimas para que se hagan parte activa del proceso penal 
especial. Las Unidades de Justicia y Paz de la Procuraduría general de la Nación 
y la Defensoría del Pueblo, deben hacer lo propio en el marco de sus 
competencias de organismos de control, principalmente asistiendo jurídicamente a 
las víctimas. 
 
La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), en tal contexto 
debe, en relación con los derechos de las víctimas: 1) garantizar su acceso a los 
procesos judiciales; 2) hacer seguimiento y verificación de las reparaciones de los 
procesos judiciales; 3) presentar informes periódicos sobre el estado de las 
reparaciones, 4) formular criterios y recomendaciones para las reparaciones y su 
adecuada ejecución; 5) coordinar el funcionamiento de las comisiones regionales 
para la restitución de bienes. 
 
En relación con los victimarios (o grupos y personas desmovilizadas), deberá: 1) 
presentar un informe sobre las razones para el surgimiento y evolución de los 
grupos armados al margen de la ley; y 2) hacer seguimiento y verificación de los 
procesos de desarme y desmovilización, de los programas de reintegración de 
excombatientes a la vida civil y del cabal funcionamiento de las instituciones en los 
territorios. 
 
En relación con víctimas, excombatientes, comunidades locales y sociedad en 
general, deberá adelantar acciones de reconciliación que busquen impedir la 
reaparición de nuevos hechos de violencia que perturben la paz nacional. 
 
En general, la CNRR tiene el objetivo fundamental de apoyar, fortalecer, capacitar 
y acompañar a las víctimas durante la implementación de la ley de justicia y paz. 
Para articular operativamente sus actividades en función del mandato legal, la 
CNRR formuló una Hoja de Ruta en la que definió su postura e interpretación 
política de las funciones otorgadas por la ley de justicia y paz (975/05). En ese 
documento, la CNRR señaló sus diferencias históricas con comisiones de la 
verdad experimentadas en otros contexto, resaltando, especialmente, la 
realización de su trabajo en medio del conflicto. De otro lado, resaltó la 
complementariedad entre el derecho interno y los principios del derecho 
internacional de los derechos humanos, como directrices jurídicas y éticas que 
orientarían su trabajo (bloque de constitucionalidad). Definió también lo que 
considera el “horizonte de la reconciliación”, el cual es el referente ético 
fundamental del trabajo a mediano plazo, que desborda el ámbito judicial penal de 
la ley de justicia y paz. La reconciliación, para la CNRR, es un proceso complejo, 
que está más allá del proceso judicial de justicia y paz. De igual forma, y en esa 
perspectiva del horizonte de reconciliación, la CNRR establece los las 
definiciones, las relaciones y los alcances de la verdad, la justicia, la reparación y 
las garantías de no repetición. 
 
Posteriormente, la CNRR formuló sus Definiciones Estratégicas y Operativas, en 
las que, además de ampliar sus reflexiones e interpretaciones de los principios 
señalados en la ley 975 de 200y y la Hoja de ruta, establece claramente cuál será 
su estructura institucional, los mecanismos de financiación y su dinámica de 
presencia territorial a partir de sedes regionales. Las Definiciones estratégicas 
establecieron el marco conceptual del trabajo de la CNRR, destacándose: a) el 
lugar central de las víctimas como actores sociales de la reconciliación; b) la 
ampliación de los conceptos de víctima y beneficiarios de la ley; c) la ampliación 
de la interpretación de la reparación integral (material y simbólica, individual y 
colectiva); d) la necesidad de focalizar y priorizar el trabajo en función de 
poblaciones específicas, mujeres, niños y niñas, y víctimas de determinados 
delitos considerados de alto impacto en las comunidades. En ese documento la 
CNRR perfiló las acciones políticas que considera necesarias para avanzar hacia 
la reconciliación: la construcción de la Red Nacional de Atención a Víctimas y la 
formulación de un Plan Nacional de Reparaciones. 
 
Sin desmedro de actividades diversas que realizan las instituciones anteriormente 
mencionadas en función de la capacidad organizativa de las víctimas, de la 
sensibilización sobre la importancia de la reconciliación y la paz para el desarrollo 
comunitario y la consolidación democrática, sus principales referentes de acción 
están anclados a la evolución de los procesos judiciales. Por ejemplo, la Fiscalía 
general de la Nación debe asumir el costo de la sustracción de los principales 
comandantes de las AUC de los procesos judiciales de Justicia y Paz por la vía de 
la extradición. Igualmente deberá, en el evento que se apruebe el principio de 
oportunidad para los 19 mil desmovilizados en “limbo jurídico”, desplegar los 
mecanismos y recursos necesarios para garantizar que la información que ellos 
aporten fortalecerá el curso de los actuales procesos abiertos contra las 
estructuras y miembros de las AUC postulados a Justicia y Paz. 
 
En términos de los impactos de la extradición, es necesario señalar que esta 
significó la sustracción de sus protagonistas de los procesos judiciales iniciados en 
su contra en Colombia. No hay un mecanismo expedito para articular la dinámica 
judicial por narcotráfico en EEUU con los procesos judiciales en Colombia por los 
delitos contra la humanidad cometidos por las AUC y sus principales 
comandantes. Como lo afirman organizaciones de víctimas, con la extradición de 
los excomandantes de las AUC se extraditó también la posibilidad de garantizar 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
 
También, porque el Gobierno colombiano prefirió delegar la aplicación de justicia 
al Estado norteamericano por el delito de narcotráfico, que procesar con su 
estructura judicial penal, con todo y sus limitaciones, a los responsables de graves 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional 
humanitario, quizás en un contexto más relacionado con la justicia ejemplarizante. 
A todas luces esta delegación de justicia envía un mensaje muy negativo a la 
sociedad colombiana, principalmente a las víctimas de la violencia, en la que se 
privilegia la justicia por concierto para delinquir, como el narcotráfico, y se sacrifica 
la justicia por delitos contra la humanidad. Es un mensaje a favor de la impunidad. 
 
En tal sentido puede ser pertinente afirmar que no solo el narcotráfico es factor de 
rearme, también la inseguridad y ambigüedad jurídicas para los desmovilizados. 
Las limitaciones y la lentitud del proceso judicial no obedecen solamente a 
cuestiones de infraestructura del aparato de justicia o procesales, también tiene 
que ver los negativos mensajes políticos del Gobierno que al extraditar a la cúpula 
de las AUC disminuye la iniciativa de los desmovilizados postulados para 
participar medianamente en los procesos judiciales. 
 
El panorama, a la fecha, no es alentador ni tampoco desolador por completo. 
Existen importantes avances pero también serios retos. La posibilidad más 
sensata es mirar con realismo los alcances y limitaciones del proceso. Muchas 
cosas hay que resaltar, pero otras tantas habrá que fortalecer y corregir. En este 
escenario la academia puede jugar un papel trascendental, tratando de abstraerse 
un poco del debate político polarizado y evitando el maniqueísmo analítico, y 
jugándosela por lo que sabe hacer: construir conocimiento riguroso sobre las 
dinámicas de un proceso sumamente complejo, ambiguo y contradictorio, que 
tiene mucho de proceso de paz, de sometimiento y de DDR. Por parte del 
Gobierno, las instituciones del Estado y la sociedad civil, la apuesta debe ser por 
recuperar lo perdido en el camino a través de una estrategia política que supere 
las limitaciones de la oferta judicial y económica de la reintegración y le apueste 
con decisión a consolidar un proceso transicional. 
 
2.4.  Los resultados del proceso son de sometimiento 
 
A la fecha se encuentran postulados a la Ley de Justicia y Paz 3.710 personas 
desmovilizadas de grupos armados ilegales, provenientes tanto de las 
desmovilizaciones colectivas de las AUC como de desmovilizaciones individuales 
de grupos guerrilleros. De las AUC están postulados 2.927 personas, además de 
25 comandantes y 32 desmovilizados individuales de esa misma agrupación 
armada. Se encuentran privados de la libertad 651. 
 
Se han fijado 3.400 edictos emplazatorios para las versiones libres. Se han 
iniciado 1.836 versiones libres, de las cuales cinco terminaron con confesión de 
hechos por parte de los desmovilizados y han participado 27.042 víctimas. Se han 
registrado, además, 219.818 víctimas ante la Unidad Nacional de Fiscalías para la 
Justicia y la Paz para hacerse parte en los procesos judiciales. Se han realizado 9 
imputaciones de cargos. Se han enunciado 26.054 hechos en las versiones libres, 
en las que se relacionan 35.771 víctimas. También se han confesado 9.968 
delitos, en los que se han relacionado 12.300 víctimas. Faltarían por confesar, 
según la FGN, 16.086 crímenes. Se han enunciado 20.979 homicidios, 1.020 
casos de reclutamiento ilícito, 1.776 desapariciones forzadas, 1.493 extorsiones, 
648 secuestros, 369 hechos de desplazamiento forzado, 27 casos de violencia 
sexual y 4.533 hechos relacionados con otros delitos. A su vez, se han confesado: 
5.808 homicidios, 380 casos de reclutamiento ilícito, 932 desapariciones forzadas, 
425 extorsiones, 132 secuestros, 78 desplazamientos forzados, 10 casos de 
violencia sexual y 3.768 hechos relacionados con otros delitos. 
 
La Subunidad de Exhumaciones de la Unidad Nacional de Fiscalías para la 
Justicia y la Paz ha recuperado 2.492 restos de personas desaparecidas, 
exhumadas de 2.043 fosas comunes, de los cuales tienen identificación preliminar 
686 y han sido entregados a sus familiares 564 restos. Los departamentos más 
afectados son: Magdalena, Antioquia, Cesar, Meta, Caquetá y Putumayo, entre 
otros.60 
 
No obstante, esos resultados son producto de procesos y dinámicas judiciales, 
que fortalecen la gestión de las instituciones, pero que no responden 
efectivamente a las expectativas de un proceso de paz o de transición de la guerra 
a la paz. En el mejor de los casos, muestra la forma como el sistema judicial 
colombiano, con mejores niveles de coordinación, dispone diariamente de 
mecanismos novedosos y recursos para acelerar los procesos judiciales y mejorar 
las condiciones de las víctimas en función de ellos. 
 
Uprimny, en ese sentido, considera que la justicia correctiva, esto es la justicia 
penal, es insuficiente para generar procesos genuinos de transición. La justicia 
impuesta, si bien sirve para juzgar a los responsables, no consideran mecanismos 
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complementarios. La propuesta de Uprimny es más ambiciosa cuando habla de 
perdones ejemplarizantes, los cuales incorporan justicia penal (confesiones 
totales, reparación y perdones individuales condicionados), con otras formas de 
justicia de carácter colectivo basadas en la memoria, el esclarecimiento de la 
verdad mediante mecanismos sociales de reconstrucción y la reparación de las 
víctimas. Este tipo de salida permite un equilibrio entre justicia y paz, entre los 
derechos de las víctimas y las condiciones políticas de una negociación. En la 
medida que satisface los derechos de las víctimas y los intereses de los 
victimarios, constituye un mejor escenario para la reconciliación. Al superar el 
esquema judicial penal, garantiza a su vez la complementariedad con otros 
mecanismos más sociales, los cuales, si se basan en consultas amplias para 
construir memoria histórica, puede llevar a una transición democráticamente 
legitimada, en la medida que en tal proceso se conjugan intereses diversos de la 
sociedad en función de la transición. 
 
CAPITULO III 
 
3. ELEMENTOS PARA UNA PROPUESTA DE TRANSICIÓN EN COLOMBIA 
 
 
Los capítulos anteriores explicaron cómo el proceso con las AUC discurrió hacia 
un escenario de sometimiento a la justicia, principalmente debido a la extradición 
de los principales excomandantes de las AUC, la complejidad y magnitud del 
proceso judicial de Justicia y paz que debe procesar los delitos de alrededor de 4 
mil postulados, por la incertidumbre en la que se encuentra la situación jurídica de 
casi 19 mil desmovilizados, por la dimensión judicial del fenómeno conocido por la 
parapolítica y por el obligado tratamiento punitivo y coactivo que requiere el 
fenómenos de las “bandas criminales”, las cuales incorporan un número 
significativo de desmovilizados, alrededor del 14%.61 
 
Pero la inclinación hacia lo judicial no se debe solamente a las respuestas 
institucionales frente al incumplimiento de los acuerdos por parte de los ex 
comandantes o por la implementación de medidas punitivas contra fenómenos no 
previstos como el de la “parapolítica”. También influye el hecho de que la 
naturaleza y el carácter del proceso, los mecanismos institucionales, sus 
competencias y procedimientos, han orbitado siempre en el ámbito de lo judicial. 
Así se vio en el análisis básico realizado a las instituciones de la transición en 
Colombia. La inclinación final expresa simplemente una tendencia natural del 
proceso que cayó en el determinismo judicial por el propio peso de sus 
concepciones y mecanismos. 
 
También que en el marco de los elementos constitutivos de la justicia transicional, 
de los procesos de paz y de DDR, y de los esquemas de sometimiento judicial, el 
proceso de las AUC se ha ido encuadrando en una dinámica articulada a la justicia 
impuesta, en la que prevalecen los mecanismos punitivos de transición. Con el 
agravante, que esos mecanismos punitivos no atienden los principios de la 
transición en función de la superación de la violencia y la consecución de la paz. 
Por el contrario, refuerzan la inercia institucional hacia lo judicial. 
 
En función de la solución de esos hallazgos, se propondrán algunos elementos de 
política generales para reorientar el proceso con las AUC, tratando de superar el 
determinismo judicial y recuperando hasta donde sea posible las alternativas de la 
clásica concepción de los procesos de paz y de la acción política. Estos elementos 
se consideran importantes para construir una política estructurada de transición 
que recupere el equilibrio necesario entre las demandas de justicia y las 
expectativas de paz. 
                                                            
61 Ver: Otálora, Carlos, “La reincidencia de los desmovilizados: las cuentas no cuadran y el 
fenómeno crece”, blog de Revista Semana, diciembre de 2009, www.semana.com  
3.1. La reorientación del proceso con las AUC 
 
El proceso con las AUC se encuentra en un estadio de incertidumbres y vacíos en 
términos de los principios de la justicia transicional, especialmente en dos 
sentidos: primero en cuanto a la solución de la compleja situación jurídica de los 
desmovilizados y segundo, en cuando a la superación del paramilitarismo en 
Colombia. No obstante pueden sugerirse ciertos correctivos tendientes a encauzar 
el proceso hacia objetivos más tangibles y consecuentes con los objetivos de la 
transición. Sin embargo, hay que diferenciar esas medidas. 
 
Los comandantes de las AUC, los principales responsables de los delitos del 
paramilitarismo en Colombia, están extraditados. Esa situación supone una 
desventaja para las víctimas, pues no pueden encausar sus demandas por justicia 
frente al Estado colombiano, debido a que el Gobierno nacional los sustrajo de la 
competencia del sistema judicial penal nacional. Tampoco pueden obtener 
reparación integral por el hecho de que los procesos judiciales en su contra no 
están prosperando en Colombia, sino en Estados Unidos por narcotráfico. 
 
La información de los comandantes sobre la conformación, expansión y accionar 
de las estructuras bajo su mando, especialmente sobre los delitos graves 
cometidos durante su funcionamiento, no se encuentra disponible para la justicia 
colombiana. Además, el poder de disuasión que pudieran tener para que 
miembros de las actuales “bandas criminales” se redesmovilicen o la información 
que pudieran aportar al Estado para intentar su captura y desmonte, también está 
ausente. En términos simbólicos, el mensaje enviado a los actores armados, 
guerrillas y “bandas criminales”, es que es imposible implementar un proceso de 
paz en Colombia, sin quedar inmersos en complejos procesos judiciales que no 
implican en el mediano plazo la solución de su situación jurídica. Esto es 
importante como incentivo para la desmovilización. 
 
Para las víctimas el mensaje es que en Colombia priman los intereses de la 
justicia por narcotráfico, especialmente de Estados Unidos por encima de la 
justicia por graves violaciones de los derechos humanos, crímenes de lesa 
humanidad y delitos de guerra. La única opción de las víctimas, según el mensaje, 
es gestionar los reclamos por verdad, justicia y reparación, ante organismos 
internacionales de protección, se el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos o la Corte Penal Internacional. 
 
La conminación judicial y política generada por la extradición es de una magnitud 
inconmensurable para el proceso de transición en Colombia. Sin embargo dos 
medidas podrían tomarse para lograr que los ex comandantes y su información 
tengan nuevamente un papel importante en función de la verdad, la justicia, la 
reparación y las garantías de no repetición. En primer lugar, lo más viable, adoptar 
mecanismos para que la figura de cooperación judicial tenga materialidad. 
Hasta hoy, el ambiguo tratado de extradición no establece con claridad 
herramientas para la cooperación judicial. Aunque se han realizado visitas de 
fiscales colombianos a los ex comandantes de las AUC extraditados, no se 
percibe que esto tenga claras repercusiones en la agilización de los procesos 
judiciales que en Colombia cursan en su contra. De alguna manera, los principales 
resultados han girado en torno a las pesquisas in situ realizadas por magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia por el tema de la parapolítica. 
 
Otra alternativa, la menos probable, sería la repatriación de los ex comandantes 
de las AUC, pero en función de la reconducción del proceso hacia un esquema de 
justicia ejemplarizante, que se articule a esfuerzos por descongestionar el sistema 
judicial, el que se encuentra desbordado por las miles de investigaciones contra 
casi 4 mil postulados y que a la fecha no ha proferido fallos en firme que supongan 
penas efectivas y reparación a las víctimas. 
 
Por otro lado hay que mencionar la situación de los 19 mil desmovilizados que se 
encuentran en una complicada situación jurídica, por causa del fallo de la Corte 
Suprema de justicia que los sindica de concierto para delinquir agravado, tipo 
penal que no permite el otorgamiento de beneficios como la amnistía y el indulto. 
Una propuesta compartida por el Gobierno y la Fiscalía General de la Nación es la 
de utilizar el “principio de oportunidad”. Sin embargo hay diferencias sobre la 
orientación y el alcance de ese principio. 
 
Mientras el Gobierno pretendería utilizar el principio de oportunidad de manera 
general, es decir, decretándolo y aplicándolo de manera universal e impersonal 
sobre la totalidad de desmovilizados afectados, la Fiscalía General de la Nación 
considera que tal principio podría conducir a un proceso no judicial de búsqueda 
de información sobre los delitos y prácticas criminales de los grupos paramilitares 
de los que hicieron parte y tuvieran conocimiento los desmovilizados, tratando de 
alimentar, en una lógica de verdad histórica individualizada, los procesos judiciales 
que cursan sobre los postulados a la Ley de Justicia y Paz y las estructuras que 
conformaban.62 Sin lugar a dudas la mejor opción sería la propuesta por la 
Fiscalía, aunque eso significaría esfuerzos técnicos, humanos y financieros que ya 
están desbordados por la gestión realizada con los postulados. También se 
requeriría una relación del estado de esos desmovilizados en los programas de 
reintegración, por parte de la Alta Consejería para la Reintegración, como 
elemento indicativo de la voluntad de paz y de reintegración definitiva de esos 
desmovilizados. 
 
                                                            
62 Simposio Internacional. Justicia Transicional en Colombia, 4 años en el contexto de la Ley de 
Justicia y Paz, Bogotá, julio 23 y 24 de 2009. GTZ, Cooperación Técnica Alemana, Fiscalía 
General de la Nación.  
 
Finalmente es necesario observar también la situación de los mandos medios, 
tanto de los desmovilizados como de los disidentes, para determinar y analizar la 
proporción de las personas con este carácter, que efectivamente se han acogido a 
los procesos de Justicia y Paz y a los programas de reintegración, y diferenciarlos 
de aquellos que optaron por no desmovilizarse o reincidieron en actividades 
criminales luego de su desmovilización. 
 
Esta información es asequible, pues desde la individualización del Circuito Jurídico 
se cuenta con información personalizada de los miembros de los bloques y frentes 
de las AUC, incluyendo su posición dentro de la estructura militar. También está la 
información disponible en agencias de inteligencia del Estado, la que ha podido 
establecer los organigramas de las agrupaciones criminales que actúan 
actualmente en varias regiones del país. 
 
Es evidente que dadas las cualidades y ventajas de los mandos medios para 
moverse en círculos criminales, el tratamiento institucional debería ser 
diferenciado frente al de los combatientes rasos. Una política de reintegración 
adecuada podría ofrecer incentivos políticos, jurídicos y económicos para 
persuadir a esos mandos medios sobre la inconveniencia de la desmovilización y 
reintegración, generando confianza en la institucionalidad y la legalidad. De paso, 
una decisión de esta naturaleza podría tener importantes beneficios para la 
garantía de los derechos de las víctimas, especialmente en términos de verdad y 
garantías de no repetición. 
 
En general, el proceso con las AUC podría reorientarse si se considerara la 
importancia de reactivar en serio la participación de los comandantes extraditados 
en los proceso judiciales en Colombia. Tendría muchas posibilidades de prosperar 
un enfoque de justicia ejemplarizante, que considerara la imposibilidad del sistema 
judicial colombiano para tramitar con celeridad miles de procesos y de personas, y 
la necesidad de incorporar filtros a quienes juiciosamente han aceptado la 
reintegración. 
 
3.2. La inviabilidad de la radicalidad de los mecanismos judiciales y de 
las negociaciones parciales 
 
Es necesario recuperar el pretendido equilibrio entre justicia y paz, principio 
trascendental del proceso con las AUC. En consecuencia, debe hacerse un 
análisis de las complementariedades existentes entre las alternativas y 
mecanismos jurídicos y las opciones políticas para avanzar cualitativamente hacia 
la superación de la violencia en Colombia, especialmente la relativa a las prácticas 
del paramilitarismo. No es una tarea fácil, mucho menos cuando existe una 
radicalización de los dispositivos judiciales y la percepción sobre sus positivos 
resultados es tan sólida institucionalmente. 
 
Como se señaló antes, es inconveniente en un proceso de justicia transicional 
privilegiar o inclinar el esfuerzo institucional hacia las opciones judiciales, mucho 
más cuando su implementación no ha tenido resultados contundentes más allá de 
la gestión procesal que no es desdeñable, por cuanto ha aportado en materia de 
esclarecimiento judicial de miles de delitos y ha visibilizado a las víctimas. No 
obstante no hay fallos judiciales condenatorios y que definan reparación integral a 
las víctimas. Existen miles de procesos por miles de delitos, con miles de víctimas 
expectantes, que actualmente solo implican un esfuerzo institucional inmenso pero 
de naturaleza inercial y sin metas tangibles en el corto plazo. 
 
En tal sentido es necesario repensar el mecanismo judicial de justicia y paz, 
tratando de orientarlo hacia la justicia ejemplarizante. Esto podría realizarse 
priorizando los procesos en función de sus comandantes, extraditados o no. Para 
este propósito la Fiscalía General de la Nación podría evaluar, a la luz de sus 
investigaciones, el estado de los procesos de los jefes paramilitares y derivar de 
ellos los demás procesos contra mandos medios y combatientes rasos que 
tuvieran relación con el bloque o frente desmovilizado. 
 
Un proceso de paz determinado por los mecanismos judiciales no es atractivo 
para ningún grupo armado ilegal. Aunque el componente judicial es fundamental 
para determinar responsabilidades, la conducción y orientación del proceso debe 
buscar alternativas de solución política que apunte especialmente a la superación 
de la violencia y permita un clima de normalidad institucional para realizar 
acciones relacionadas con la búsqueda de la verdad, la implementación de justicia 
y la garantía de reparación integral. 
 
Para tales efectos la negociación parcial con grupos armados ilegales, es decir, la 
transición en medio del conflicto es impertinente, además de contradictoria y 
compleja. 
 
La apuesta de este trabajo se centra en visibilizar la necesaria reflexión sobre la 
pérdida del horizonte de la transición en Colombia debido a la imprecisa lectura 
realizada del devenir del proceso con las AUC y la superación del paramilitarismo 
en Colombia y la infructuosa inclinación hacia el trámite judicial de sus vicisitudes 
por encima de alternativas políticas, aún viables. 
CAPÍTULO IV 
 
4. CONCLUSIONES 
 
El proceso entre el Gobierno nacional y las AUC es sumamente complejo. No solo 
por su magnitud sino también por las dinámicas y medidas ambiguas, 
contradictorias y poco claras en torno a su naturaleza y carácter. Se señaló que el 
proceso, más que un proceso de paz es un proceso de sometimiento a la justicia, 
tanto por sus fines como por los medios implementados para impulsarlo. La 
realidad del sometimiento judicial no se desprende de decisiones tomadas por 
incumplimiento de los acuerdos por parte de los paramilitares desmovilizados ni 
como respuesta a fenómenos imprevistos como la parapolítica. Aunque estas 
situaciones influyeron para ello, desde su concepción los mecanismos 
implementados contenían un espíritu judicialista y punitivo, que a la postre logró 
romper el equilibrio buscado entre justicia y paz, a favor de la justicia, pero con 
serios inconvenientes para la construcción de la paz. 
 
Las instituciones concebidas para implementar diversas fases del proceso, las 
cuales hacen parte de las tres ramas del poder público, dispusieron siempre de 
herramientas y procedimientos judiciales para lograr los objetivos de la transición: 
desarmar, desmovilizar y reintegrar a los miembros de grupos armados ilegales, 
en este caso las AUC, y garantizar la verdad, la justicia y la reparación para las 
víctimas. Sin embargo, en el camino, el proceso quedo atrapado en la inercia 
institucional definida por los trámites procesales y perdió el horizonte de la 
superación de la violencia. 
 
Equivocadamente se pensó que un proceso de DDR con las AUC significaría la 
superación definitiva del paramilitarismo en Colombia, el que hoy más que nunca 
demuestra que existe más por lo atractivo de sus prácticas que por la voluntad de 
sus líderes. El paramilitarismo no se agotará con la desmovilización o 
sometimiento de sus efectivos, sino con la superación de los factores que lo hacen 
atractivo y eficiente en términos políticos, económicos, sociales y criminales. Ni 
por la vía de la paz negociada ni de la coerción radical se superará un fenómeno 
que se ha constituido como medio eficiente para la consecución del poder local. El 
tratamiento deberá combinar la solución negociada y las iniciativas de 
sometimiento y de coerción, con procesos de mayor y más profundo calado como 
reformas políticas, reformas agrarias, modelos de desarrollo serios y 
democráticos, y la revaluación de la política antidroga, desgastada profundamente. 
 
Un primer paso en ese sentido debe ser la reorientación del proceso con las AUC 
hacia un esquema de justicia ejemplarizante, que permita un balance del 
desempeño institucional y la definición de nuevas rutas más acordes con las 
necesidades de paz y las demandas de justicia. Pero apenas es un primer paso. 
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